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9Presentación

El juez tiene la responsabilidad de procurar la jus-
ticia por medio de sus sentencias. Sus decisiones están 
respaldadas por la fuerza del derecho. No obstante, co-
mo es natural, las resoluciones judiciales no suelen ge-
nerar satisfacción unánime, empezando por las partes 
que acuden ante el juzgador para dirimir sus diferen-
cias. Adicionalmente, dependiendo de la trascenden-
cia del caso resuelto, los efectos de la sentencia pueden 
tener mayores dimensiones: resonancia en los medios, 
impacto en la vida pública, vetas de estudio para la aca-
demia, etcétera.

Paradójicamente, las sentencias resuelven controver-
sias judiciales pero, a su vez, pueden resultar controversia-
les a partir de sus resolutivos y los considerandos en que se 
sostienen. Esto, sin embargo, no debe causar extrañeza,  
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menos en un régimen democrático en el que todas las voces y for-
mas de pensar tienen cabida y todo puede ser discutido abiertamen-
te. Hoy es común asociar la democracia con el disenso más que con 
el consenso, por ello se vuelve tan importante la regla de mayoría  
ante la falta de unanimidad.

Cuando se trata de resoluciones judiciales, es posible que exista 
consenso público sobre cómo resolver los casos en particular que las 
motivan, pero el juzgador cuenta con la facultad legítima de resolver 
con base en el derecho aplicable, lo que en ocasiones puede llegar a 
contravenir opiniones generales. Cuando esto sucede las decisiones 
judiciales suelen levantar mayor polémica, a la que no es inmune la 
figura del juez o del tribunal resolutor.

Al respecto vale agregar que la legitimidad de la que está dota-
do el juez encuentra ciertamente su origen en el derecho, pero para 
sostenerse requiere de otros elementos, uno de ellos es la transparen-
cia. Ahí radica la importancia de que las sesiones de los órganos cole-
giados sean públicas, pues al hacer partícipe a un mayor número de 
individuos en el proceso de toma de decisiones, existen mayores po-
sibilidades de que éstas sean compartidas y no rechazadas. Los argu-
mentos esgrimidos en un juicio se erigen como la base de un proceso 
comunicativo, que si bien involucra a los justiciables y a la autoridad, 
se hace extensivo a la opinión pública en general.

En el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación  
(tepjf) todas las sesiones en las que se dictan las sentencias son públi-
cas, lo que permite a los magistrados fundamentar sus posturas en torno  
a las determinaciones que toman en conjunto y, al mismo tiempo, 
brindar la oportunidad a la ciudadanía de conocer lo que hay detrás 
de la sentencia, lo que la define en un sentido o en otro.

El voto de cada uno de los magistrados tiene un sustento jurídico, 
pero también resulta sumamente importante que se apoye en una sólida  
argumentación. La ley en abstracto es intangible, pero la argumenta-
ción jurídica ayuda a materializarla para alcanzar la justicia.

Aun con esta transparencia, en ocasiones las ejecutorias son co-
nocidas únicamente por sus resolutivos, soslayando muchos de los 
elementos que les dieron origen, que las justifican o la forma en que 
fueron discutidos para alcanzar el resultado final. Las consideracio-
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nes y argumentos que sustentan la sentencia ocupan desde esta óp-
tica un plano secundario, no obstante que son los componentes que 
terminan por configurar las ejecutorias, en la medida en que acredi-
tan el sentido del voto del juez.

Con esta novedosa serie editorial, el tepjf busca subsanar un po-
co esa percepción que suele ser sesgada, en particular con algunas de 
las sentencias que han generado mayor polémica debido a los asun-
tos que las motivaron. El concepto es retomar algunos de los compo-
nentes argumentativos centrales de cada magistrado, con la finalidad 
de entender mejor la postura que individualmente adoptaron respec-
to al caso resuelto por determinada sentencia. Se trata de revivir la 
discusión sobre los argumentos centrales que apuntalaron la ejecu-
toria en cuestión.

La resolución seleccionada para este primer número es la SUP-
JDC-12624/2011, que versa sobre los criterios para la integración de 
listas de representación proporcional de los partidos políticos aten-
diendo la paridad de género. Un expediente coloquialmente cono-
cido como caso antijuanitas, en alusión al polémico caso de 2009 
resuelto mediante la sentencia SUP-JDC-3049/2009 y su acumula-
do SUP-JDC-3048/2009, en el que un número de diputadas federa-
les elegidas mediante el voto, apenas asumieron el cargo, presentaron 
en bloque solicitud de licencia para que sus suplentes, todos varones, 
ocuparan su curul.

El adjetivo tiene una génesis más añeja, en el caso de Rafael Acosta,  
alias Juanito, quien ganó la elección para jefe delegacional en Iztapa-
lapa en el mismo año de 2009 y renunció para dejar su cargo a Clara 
Brugada, quien no pudo ser candidata por orden del tepjf, ya que acre-
ditó varias irregularidades en el proceso de selección interna, de lo que 
dan cuenta las sentencias SUP-JDC-495/2009, SUP-JDC-496/2009, 
SUP-JDC-497/2009, SUP-JDC-498/2009 y SUP-JDC-499/2009.

La sentencia que ocupa el primer número de esta serie, SUP-JDC-
12624/2011, fue producto de una rica discusión, aun cuando fue apro-
bada por unanimidad. En el fondo, todos los magistrados estuvieron 
de acuerdo, pero con algunas particularidades. Esto se hace evidente 
con el voto con reserva del magistrado Flavio Galván Rivera y el con-
currente del magistrado Manuel González Oropeza.
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Así, el lector tendrá oportunidad de conocer con mayor detalle el 
desarrollo de la sentencia para comprender mejor el resolutivo y ha-
cerse de una opinión más informada sobre él.

El tepjf tiene confianza en que Diálogos judiciales pronto goce 
del mismo prestigio que sus series hermanas y, sobre todo, que cum-
pla con los objetivos para los que fue creada. Como siempre, la ciu-
dadanía tendrá la última palabra al respecto.

Tribunal Electoral
del Poder Judicial de la Federación



13Descripción del caso que motivó 
el medio de impugnación

El 7 de octubre de 2011, el Consejo General del Institu-
to Federal Electoral (ife) en sesión extraordinaria aprobó 
el “Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal 
Electoral por el que se indican los criterios aplicables 
para el registro de candidaturas a los distintos cargos de 
elección popular (diputados y senadores por ambos prin-
cipios) que presenten los partidos políticos y, en su ca-
so, las coaliciones ante los consejos del Instituto, para 
el proceso electoral federal 2011-2012”.

Inconforme con el acuerdo anterior, el 7 de noviem-
bre, María Elena Chapa Hernández, María de las Nieves 
García Fernández, María Cruz García Sánchez, Refugio  
Esther Morales Pérez, Rocío Lourdes Reyes Willie, María  
Fernanda Rodríguez Calva, María Juana Soto Santana y 
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Martha Angélica Tagle Martínez presentaron, ante la Secretaría Ejecutiva 
del Instituto Federal Electoral, el juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano que fue radicado en la Sala Superior  
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación con el nú-
mero de expediente SUP-JDC-12624/2011 y acumulados.

Resumen del asunto

La Sala Superior modificó el acuerdo del Consejo General del Institu-
to Federal Electoral de 7 de octubre de 2011 “… por el que se indican 
los criterios aplicables para el registro de candidaturas a los distintos 
cargos de elección popular que presenten los partidos políticos y, en 
su caso, las coaliciones ante los consejos del Instituto, para el proce-
so electoral federal 2011-2012”.

Se consideró que tenían razón las actoras al establecer que se distor-
sionó la interpretación a la excepción de la cuota de género por parte del 
Consejo General responsable, restringiendo así la participación de las 
mujeres en candidaturas a cargos de elección popular, pues el artículo 
219 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electora-
les establece que de la totalidad de solicitudes de registro de candida-
tos a diputados y senadores que presenten los partidos políticos o las  
coaliciones, al menos 40% deben estar integradas por candidatos pro-
pietarios de un mismo género, procurando llegar a la paridad. Ade-
más, cuando la autoridad administrativa electoral (ife) reglamente 
normas relativas a los derechos humanos, debe interpretarlas de con-
formidad con la constitución y los tratados humanos, favoreciendo en 
todo momento la protección de las personas en su sentido más am-
plio, pues es su obligación constitucional promover, proteger y garan-
tizar esos derechos humanos.
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Cuenta del proyecto
Eugenio Isidro Gerardo Partida Sánchez*

Doy cuenta con el proyecto de sentencia de los juicios para la protec-
ción de los derechos político-electorales del ciudadano números 12624 
al 12631, 12634 y 12635, todos de este año [2011], promovidos respec-
tivamente por María Elena Chapa Hernández, María de las Nieves  
García Fernández, María Cruz García Sánchez, Refugio Esther Mo-
rales Pérez, Rocío Lourdes Reyes Willie, María Fernández Rodríguez 
Calva, María Juana Soto Santana, Martha Angélica Tagle Martínez, 
María de los Ángeles Moreno Uriegas y Laura Serna Lara; por su pro-
pio derecho, a fin de impugnar el acuerdo CG-327/2011, del Con-
sejo General del Instituto Federal Electoral por el que se indican los 
criterios aplicables para el registro de candidaturas a los distritos de 
cargos de elección popular que presenten los partidos políticos y, en 
su caso, las coaliciones ante los consejos del Instituto para el proceso 
electoral federal 2011-2012.

En primer lugar, en el proyecto se desestima la causa de impro-
cedencia cuya existencia alegó la responsable, toda vez que contrario 
a lo que señala, los presentes medios de impugnación fueron promo-
vidos en tiempo.

Asimismo, en el proyecto se propone que asiste el interés jurídico 
de las actoras para promover en los referidos juicios, toda vez que se 
ostentan como militantes de los partidos políticos Movimiento Ciu-
dadano, antes Convergencia, Nueva Alianza y Revolucionario Institu-
cional, lo que las coloca en la posibilidad real de ser postuladas a los 
cargos de diputadas y senadoras de mayoría relativa por sus respecti-
vos partidos políticos, y segundo por la circunstancia especial de que 
en su calidad de mujeres cada una de las actoras forman parte inte-
grante del género femenino, mismo que, es del dominio público, en 
la actualidad constituye un grupo social que lucha por condiciones 
de igualdad ante los varones.

* Secretario de estudio y cuenta de la Sala Superior del tepjf.
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Este hecho las legitima para impugnar en lo individual el acuerdo 
materia del presente juicio, en la medida que en sus demandas, en-
tre otras cosas, se plantea que la vaguedad y ambigüedad del texto del 
párrafo cuarto, del punto décimo tercero de los criterios referidos, ge-
nera una afectación directa e inmediata en la esfera de sus derechos 
político-electorales de ser votadas; ya que señalan que se tergiversa  
el derecho que establece la fracción I del artículo 219 del Código  
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en el que se es-
tablecen las cuotas de género tendientes a lograr un equilibrio en la 
participación de ambos géneros en la democracia nacional.

Tal conclusión se robustece teniendo en cuenta el contenido del ar-
tículo 1 de la Carta Magna, en cuyo párrafo segundo se establece que 
las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de con-
formidad con la Constitución y con los tratados internacionales de la 
materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 
amplia. En relación con el párrafo cuarto, del mismo artículo constitu-
cional, que prohíbe toda discriminación motivada, entre otras causas, 
por razones de género, así como cualquier otra que tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.

Así, el reconocimiento de su interés jurídico se da también en el 
contexto de una interpretación que propicia un amplio acceso a la 
justicia, en casos en los que se alegue una posible violación o menos-
cabo a los derechos humanos referidos que resulte acorde con el man-
dato constitucional.

Por otra parte, en el proyecto se propone acumular los referidos jui-
cios, ya que existe conexidad en la causa, pues todas las actoras impug-
nan el mismo acto reclamado y hacen valer agravios semejantes.

En cuanto al fondo del asunto, se propone declarar inoperantes los 
agravios en los que se tachan de ilegales diversos acuerdos del Conse-
jo General del Instituto Federal Electoral, emitidos para regir en las 
elecciones de 2003, 2006 y 2009, en razón de que tales acuerdos no 
pueden analizarse a través del presente medio de impugnación. 

En cambio, en el proyecto se propone declarar fundado el agra-
vio de las actoras, en el sentido de que la recomendación contenida 
en los párrafos tercero y quinto del punto décimo tercero del acuerdo 



D
iá

lo
g

os
 ju

d
ic

ia
le

s

17
17

impugnado es indebido al aplicarse para todas las candidaturas, pues-
to que, como se razona en el proyecto, el espíritu de la ley es garan-
tizar la equidad de género, de ahí que no se debe tratar únicamente 
de una recomendación a los partidos políticos sobre el favorecer o no 
a uno de los dos géneros, sino que se trata de una verdadera obliga-
ción, se tiene que respetar la cuota de género.

De manera que, no es admisible que en el acuerdo impugnado la 
autoridad responsable se limite a recomendar el cumplimiento de la ley,  
por lo que debe modificarse tal disposición, de tal forma que resulte 
clara la obligación de los institutos políticos para cumplir la cuota de 
género e integrar sus candidaturas con al menos 40% del mismo géne-
ro, de modo que a fin de cumplir con las dos finalidades de la cuota 
de género, que tanto en la postulación como en el ejercicio del cargo 
se refleje la equidad de género, se propone que todos los suplentes que 
integren 40% de las fórmulas de candidatos del mismo género, que se 
refiere en el artículo 219, fracción primera del Código de la materia, 
pertenezcan al mismo género que sus propietarios.

Además, es de destacar que en el proyecto se propone que los dos 
criterios con los que se dio cuenta con anterioridad son aplicables tan-
to en el caso de las candidaturas por el principio de mayoría relativa 
como en el de representación proporcional.

En este contexto, se propone modificar los párrafos tercero y quin-
to del punto décimo tercero del acuerdo impugnado, de tal forma 
que en el caso de las candidaturas que conforman la cuota de géne-
ro prevista en el artículo 219, párrafo primero del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, mínimo 40% del total, la 
fórmula completa, propietario y suplente debe integrarse por candi-
datos del mismo género.

Por otra parte, en el proyecto también se propone declarar fundados 
los agravios en los que se alega que la responsable rebasó su facultad 
reglamentaria, cuando estableció una definición de la locución pro-
cedimiento democrático, al establecer que se trataba de todo aquel en 
el que la elección de las candidaturas se realizara de forma directa por 
la militancia del partido o por la ciudadanía, o de forma indirecta a  
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través de una convención o asamblea de delegados electos ex profeso 
por dicha militancia, no obstante, que la aludida fracción II, del ar-
tículo 219 del citado Código, establece expresamente que el proce-
so democrático relativo se acota a lo establecido en los estatutos de 
los partidos políticos.

En el caso, es evidente que se están agregando supuestos normativos 
a la legislación, porque esa definición extiende por sí misma el concepto 
proceso democrático en los partidos políticos, integrando, inclusive, los 
procesos de elección indirecta, con lo cual se limita la posibilidad de 
que la propia autoridad administrativa electoral tome en cuenta los 
propios estatutos de los partidos y valore en cada caso particular el al-
cance del término proceso democrático, aplicando al efecto una in-
terpretación con perspectiva de género que pueda, en un momento 
determinado, potencializar los derechos de las actoras en cuanto a la 
aplicación de las cuotas de género que la fracción primera del artículo  
219 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electora-
les establece a su favor. 

En el proyecto se aclara que no es óbice para lo anterior la circunstan-
cia de que la responsable hubiese sostenido que su actuar era concordan-
te con la jurisprudencia de esta Sala Superior de rubro: “ESTATUTOS 
DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. ELEMENTOS MÍNIMOS PARA 
CONSIDERARLOS DEMOCRÁTICOS”. Toda vez que la misma se 
refiere, entre otras cosas, de forma general a lo que puede considerarse 
como elecciones democráticas, conforme a la doctrina de mayor acep-
tación, lo que no necesariamente aplica en la especie, si se considera 
que el contexto esencial del artículo 219 del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales es el de una norma que establece el 
derecho de registro de candidaturas de mayoría relativa, bajo el princi-
pio del respeto de la cuota de género, el cual, como ya se dijo, requiere 
en su aplicación e interpretación de un tratamiento especial con pers-
pectiva de género, que no necesariamente otorga la definición general 
que la responsable estableció apoyándose en el contenido de la juris-
prudencia referida.

Lo anterior, con mayoría de razón, si se considera que la esencia 
del establecimiento de la cuota de género tiene como objetivo alcan-
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zar la igualdad real en lo político-electoral entre los hombres y muje-
res, siendo que en ese sentido el análisis de casos concretos relativos a 
posibles vulneraciones al derecho de la igualdad entre los géneros no 
debe realizarse sobre la base de entendimientos o interpretaciones im-
plícitas de los hechos, pues dicho proceder es contrario al criterio que 
ordena potencializar los derechos humanos y a contrario sensu inter-
pretar de forma restrictiva las excepciones o límites a los mismos.

Dicho criterio de interpretación deriva de lo establecido en el ar-
tículo 1,  párrafo segundo, de la Constitución Federal, el cual dispone 
que las normas relativas a los derechos humanos se deben interpre-
tar favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 
amplia. Además, el referido criterio ha sido establecido por esta au-
toridad jurisdiccional en la tesis de jurisprudencia 29/2002 que dice: 
“DERECHOS FUNDAMENTALES DE CARÁCTER POLÍTICO 
ELECTORAL, SU INTERPRETACIÓN Y CORRELATIVA APLI-
CACIÓN NO DEBE DE SER RESTRICTIVA”.

En consecuencia, en el proyecto se propone:

A. Expulsar del acuerdo impugnado el párrafo cuarto del punto del 
acuerdo décimo tercero que decía: para efectos de lo señalado 
en los dos párrafos anteriores, debe de entenderse por procedi-
miento democrático aquel en el que la elección de las candida-
turas se realice en forma directa por la militancia del partido o 
por la ciudadanía, o de forma indirecta a través de una conven-
ción o asamblea en la que participe un número importante de 
delegados electos ex profeso por dicha militancia, y

B. Modificar los párrafos tercero y quinto del punto decimotercero 
del acuerdo impugnado para quedar como sigue: esto es, en ca-
so de que el partido político elija a sus candidatos de mayoría re-
lativa mediante un proceso de elección democrático, observando 
y privilegiando lo previsto en sus estatutos respecto de la forma 
de elección, el partido político o coalición, en todo caso, debe-
rán presentar como mínimo 120 y 26 candidatos propietarios de 
un mismo género a diputados y senadores, respectivamente, en  
términos de lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 219 del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.
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Las listas de representación proporcional se integrarán por seg-
mentos de cinco candidaturas, en cada uno de los segmentos de cada 
lista habrá dos candidaturas de género distinto de manera alternada, 
en el caso de las candidaturas que conforman la cuota de género pre-
vista en el artículo 220, párrafo primero, del Código Federal de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, mínimo 40% del total, la 
fórmula completa, propietario y suplente, debe integrarse por candi-
datos del mismo género.

Tratándose de la lista de candidatos a senadores los dos últimos lu-
gares serán ocupados por un candidato de cada género.

En el proyecto se propone también vincular al Consejo General 
para el debido cumplimiento de lo anterior y su correspondiente pu-
blicación, es la cuenta. 

Intervenciones de los magistrados 
en el Pleno de la Sala Superior 

José Alejandro Luna Ramos

El proyecto de sentencia que hoy someto a su consideración es un ca-
so más para lograr un objetivo largamente buscado por la legislación 
electoral, que es la equidad de género en la vida pública de la vida 
electoral mexicana.

De igual forma es una oportunidad invaluable para ratificar que 
uno de los ejes fundamentales de la política judicial de este Tribunal 
es su inquebrantable compromiso con la equidad de género.

En el caso diversas militantes de los partidos políticos Movimien-
to Ciudadano, Nueva Alianza y Revolucionario Institucional acuden  
a esta Sala Superior para controvertir un acuerdo del Consejo Gene-
ral del Instituto Federal Electoral que establece criterios para el re-
gistro de candidaturas a distintos cargos de elección popular para el 
proceso electoral federal 2011-2012.
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Las ciudadanas consideran que ese acuerdo hace nugatoria la cuo-
ta de género prevista en el primer párrafo del artículo 219 del Códi-
go Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, entre otras 
razones, porque impide que en la integración de las fórmulas de can-
didatos a diputados y senadores se alcance la equidad de género y 
porque regula una excepción a la cuota de género que excede lo pre-
visto en la ley.

Las enjuiciantes tienen razón. Para explicar este punto quisiera re-
ferir brevemente el contexto.

Desde 1993 el Código Electoral Federal conminaba a los partidos 
políticos a promover una mayor participación política de las mujeres. 
Esta primera intención se fortaleció con las posteriores reformas a la 
ley en 1996, 2002 y 2007; con las que finalmente se introdujo una cuo-
ta de género obligatoria para todos los partidos políticos.

Esta cuota, hoy prevista en el primer párrafo del artículo 219 del 
Código de la materia, establece que de la totalidad de solicitudes de 
registro, tanto de las candidaturas a diputados como de senadores 
que presenten los partidos políticos o las coaliciones ante el Instituto  
Federal Electoral, deberán integrarse con al menos 40% de candida-
tos propietarios de un mismo género, procurando llegar a la paridad 
entre ellos. 

Esta disposición debe ser cumplida en todo momento, salvo en el 
caso de las candidaturas por mayoría relativa que sean resultado de 
un proceso de elección democrático conforme a los estatutos de cada 
partido, así lo prevé el segundo párrafo de este mismo artículo. 

El acuerdo que impugnan las inconformes regula esta disposición 
en dos aspectos.

Primero, señala que se procurará que las fórmulas de candidatos 
a diputados y senadores estén integrados por propietarios y suplentes 
del mismo género. 

Segundo, establece que para efectos de la excepción a la cuota de 
género los procesos de selección democráticos son todos aquellos en 
los que la elección de las candidaturas se realiza de forma directa por 
la militancia del partido o por la ciudadanía, o de forma indirecta a 
través de una convención o asamblea de delegados electos ex profe-
so por dicha militancia. 
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En efecto, señalar que sólo se procurará que las fórmulas de candi-
datos estén integradas por personas del mismo género es insuficiente 
para garantizar que se cumpla con la equidad que busca la ley. 

Esta regla no debe constituir sólo una sugerencia, sino una obli-
gación, pues sólo de esta manera se garantiza plenamente la equidad 
de género. 

Esto se explica por una razón muy simple. La normativa electoral 
obliga a los partidos políticos del país, esto implica que esa equidad 
debe reflejarse tanto en la postulación de candidatos como en el ejer-
cicio de los cargos para los que son electos, de otra manera no tendría 
sentido establecer cuotas de género. 

En este contexto, la única forma de garantizar que se logre esa 
equidad de género es obligar a los partidos políticos a registrar fórmu-
las de candidatos a diputados y senadores compuesta por propietarios 
y suplentes del mismo género, al menos en 40% de las fórmulas que 
exige la norma. De esta manera, si llegaran a presentarse vacantes en 
los propietarios electos, éstos serán sustituidos siempre por personas 
del mismo género. 

Por lo tanto, se conservaría el equilibrio de género, no sólo en las 
candidaturas, sino también en la ocupación de los cargos respectivos. 

Por esta razón, el proyecto propone modificar el acuerdo impugna-
do para asegurar que las fórmulas de candidatos a diputados y senadores 
que conformen la cuota de género prevista en el artículo 219, párrafo 
primero, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, estén obligatoriamente integradas por propietarios y suplentes 
del mismo género. 

Por otra parte, en el proyecto también se propone expulsar del 
acuerdo impugnado la definición de procedimiento democrático que 
hizo la responsable. Esto se debe a que el Consejo General del Institu-
to Federal Electoral se excedió en sus facultades reglamentarias al pre-
ver procedimientos específicos de elección de candidatos, cuando el 
párrafo dos del artículo 219 del Código de la materia establece expre-
samente que el proceso democrático que exceptúa la cuota de género 
se acota a lo establecido en los estatutos de los partidos políticos.

Así, es evidente que la responsable agregó supuestos normativos 
no previstos en la legislación y restringió la posibilidad de que los pro-
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pios partidos políticos establecieran en sus estatutos los procedimien-
tos correspondientes. 

Pero no sólo eso, sino que con ello limitó la posibilidad de valorar en 
cada caso particular el alcance del término proceso democrático a la luz 
de la perspectiva de género que exige la norma. 

Por todas estas razones, señores y señora magistrada, propongo mo-
dificar el acuerdo del Consejo General del Instituto Federal Electo-
ral que establece criterios para el registro de candidaturas a distintos  
cargos de elección popular para el proceso electoral federal 2011-2012, 
modificaciones que además son congruentes con nuestro permanen-
te compromiso por fortalecer cada vez más la equidad de género en 
la vida política y democrática de este país.

María del Carmen Alanis Figueroa

Quisiera exponer las razones que me llevan a votar favorablemente, 
obviamente el proyecto que se somete a nuestra consideración, por 
el que se emiten los criterios aplicables para el registro de candidatu-
ras a distintos cargos de elección popular, que presenten los partidos 
políticos y, en su caso, las coaliciones para el proceso electoral 2012, 
promovido por diez ciudadanas que se asumen como militantes de 
los partidos políticos Revolucionario Institucional y Nueva Alianza y 
también de Movimiento Ciudadano, y controvierten el acuerdo del 
Consejo General del Instituto Federal Electoral.

En específico, controvierten la cuota de género que regula ese 
acuerdo y, a partir de definiciones que se introducen, el Consejo Ge-
neral establece las reglas, precisamente, que deben respetar los parti-
dos políticos en el registro de candidatos a diputados y senadores por 
ambos principios.

Las accionantes expresan que el acuerdo es ilegal porque en pri-
mer término exceden la facultad reglamentaria del Consejo General 
del ife al introducir la definición de proceso democrático, que no es-
tá prevista en el código de la materia y que, además, restringe los de-
rechos de las mujeres para acceder a cargos de elección popular.
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En segundo término, consideran que este acuerdo es ilegal al pre-
cisarse que en la designación de candidatos a diputados o senadores 
deberá procurarse que la fórmula completa, es decir, propietario y su-
plente, se integre por candidatos de un mismo género. Y que con es-
to se limita la posibilidad de que las mujeres puedan ser consideradas 
como candidatas suplentes en cualquier supuesto. 

Quisiera destacar el reconocimiento del interés jurídico de las  
actoras que hace el proyecto que somete a nuestra consideración el pre-
sidente, para combatir a través del juicio ciudadano un acto de autori-
dad, el del Consejo General del ife. 

Hay un planteamiento claro a través del cual las accionantes 
aducen la infracción de derechos sustanciales, solicitándose la in-
tervención de este Órgano Jurisdiccional para lograr la reparación y 
restitución del derecho político-electoral que estiman violado. 

Antes de entrar al análisis concreto de los agravios, quisiera, co-
mo lo hizo el magistrado presidente, enmarcar la discusión no en el 
contexto de las reformas y la evolución de la perspectiva de género 
en nuestro sistema político-electoral, sino en el tópico de las acciones 
afirmativas, las cuales se han adoptado en el mundo occidental para 
otorgar tratos, sí, tratos especiales a los miembros de ciertos grupos hu-
manos que están en condición de desventaja respecto a otros grupos, 
esto es lo que se entiende por acción afirmativa. 

El caso más extendido es el de las mujeres, en donde las accio-
nes afirmativas han sido útiles, eficaces para corregir desigualdades 
de género. 

En los países, en las democracias, en donde son vigentes o han si-
do utilizadas o incorporadas acciones afirmativas, han tendido a rever-
tir aquellas visiones estereotipadas —heredadas del patriarcado— que 
consideran que el espacio de lo público es un espacio propio de los 
hombres, mientras que a las mujeres les corresponde el hogar y lo pri-
vado, eso persiste en México y en muchos países. 

Ahí se inscriben las cuotas electorales, persiguen fortalecer la equi-
dad de representación, evitar la exclusión de las mujeres en los órga-
nos que se integran mediante elección popular, y asegurar que ningún 
género pueda rebasar el porcentaje de representantes en dichos órga-
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nos y la tendencia es la paridad, la igualdad de oportunidades tanto 
de hombres como de mujeres. 

Quisiera citar el Código de Buenas Prácticas en Materia Electoral 
de la Comisión Europea para la Democracia a través del Derecho, en 
dicho documento se señala que las reglas que requieren un mínimo de 
candidaturas de un sexo respecto al otro no pueden ser consideradas 
violatorias del principio de igualdad del sufragio, siempre y cuando ten-
gan una base en principios constitucionales. 

En el caso mexicano se han constituido mecanismos concretos 
que definen, como ya lo decía el magistrado presidente, en nuestra 
ley vigente electoral un piso mínimo para la participación política de 
las mujeres. 

Mediante las leyes de cuotas se establece un porcentaje de pre-
sencia femenina en los puestos de gobierno, en los espacios de re-
presentación política, en los propios partidos políticos, con el fin de 
contrarrestar los obstáculos que enfrentan para acceder a cargos con 
poder de decisión. 

En este proceso, la Organización de las Naciones Unidas y los 
sistemas regionales han jugado también un papel fundamental en 
la conformación de un marco jurídico internacional que nos obli-
ga también a nosotros como Estado, como miembro de los tratados  
internacionales suscritos y ratificados por México, que reconocen, tu-
telan y protegen, por supuesto, los derechos de las mujeres, incluyen-
do los derechos políticos. 

Algunos instrumentos que me permito citar por su relevancia y que 
destaco son los siguientes.

En primer término, el Comité para la Eliminación de la Discri-
minación contra la Mujer de la Organización de las Naciones Unidas 
(cedao), en su recomendación general número cinco sobre medidas 
especiales temporales ha adoptado en su séptimo periodo de sesiones 
desde 1988, recomienda que los estados parte de la Convención so-
bre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la 
Mujer, cito: 

Hagan mayor uso de medidas especiales de carácter temporal como 
la acción positiva, el trato preferencial o los sistemas de cupos para 
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que la mujer se integre en la educación, la economía, la política y 
el empleo.

En la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación Contra la Mujer, en su numeral 4.1, se prevé lo siguiente:

Que la adopción por los Estados parte de medidas especiales de 
carácter temporal, encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre 
el hombre y la mujer no se considerará discriminación en la forma 
definida en la presente convención, pero de ningún modo entrañará 
como consecuencia el mantenimiento de normas desiguales o 
separadas. Estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los 
objetivos de igualdad de oportunidad y de trato.
De cara a los profundos procesos de cambio, quizá el más 
paradigmático ha sido la introducción de la perspectiva de género, 
como una política pública que se encuentra legitimada también en 
instrumentos nacionales. De ahí su paulatina implementación por 
parte de los Estados democráticos. 
Hoy en día tenemos, además, mejores herramientas para fortalecer 
el desarrollo y la defensa de los derechos de las mujeres, no sólo  
las normas sino también las instituciones; instituciones democráticas 
que se han robustecido y están preparadas para este desafío. 
Para mí, la democracia en su más amplia concepción, nos refiere 
a una mayor inclusión de las distintas voces que conforman el 
entramado social. Así pues, en el ámbito de la justica, hoy en día 
no sólo es necesario, sino obligatorio, incorporar la perspectiva de 
género para materializar el pleno goce de los derechos humanos, 
la aplicación y la tutela de los mismos. 
Juzgar con perspectiva de género, implica cuestionar la aparente 
neutralidad de las normas, visibilizar que en ocasiones éstas se 
construyen sobre bases estereotípicas, es decir, de acuerdo con 
expectativas y roles sociales asignados de forma arbitraria a hombres 
y mujeres en virtud de su sexo, así como tomar en consideración 
los efectos diferenciados que las normas tienen cuando se aplican 
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a hombres y a mujeres, dado el arreglo social entorno al género, es 
decir, justo en razón de esta asignación diferenciada de roles, tareas 
y valoraciones. 

Lo anterior fue cita textual del discurso pronunciado por el pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ministro Juan 
Silva Meza, el pasado viernes 25 de este mes [noviembre] en la confe-
rencia magistral que dictó al inaugurar un evento denominado “Juzgar 
con perspectiva de género”, precisamente en el día en que se suman 
esfuerzos a nivel mundial para eliminar cualquier forma de discrimi-
nación en contra de la mujer.

Yo estoy convencida de que el derecho es el instrumento adecua-
do para corregir y resolver las desigualdades que persisten en el terre-
no de los hechos, y más en el terreno de la política electoral, cuando 
vienen mujeres a solicitar la intervención de este Órgano Jurisdiccio-
nal para asegurar el ejercicio pleno de sus derechos.

En la propuesta que somete a nuestra consideración el magistrado 
presidente tenemos un claro ejemplo de lo que es juzgar con perspec-
tiva de género, y de ahí que coincido absolutamente con la propues-
ta que nos hace, presidente. 

Comparto que se declare fundado el disenso vertido por las acto-
ras, a través del cual refieren que la responsable excedió su facultad 
reglamentaria por haber introducido en el acuerdo impugnando una 
definición de proceso democrático. 

El tratamiento que se hace del exceso en la facultad reglamentaria 
de la autoridad responsable me parece muy interesante, porque en este 
caso en particular se señala que le corresponde a los partidos políticos 
precisamente definir cuáles serán los procesos democráticos estatuta-
rios a través de los cuales elegirán a sus candidatos, ni siquiera es el 
Consejo General del Instituto Federal Electoral, sino los propios par-
tidos políticos en el ejercicio de su derecho de determinación de las 
reglas propias para la elección de sus candidatos. 

Pero, por supuesto, el proyecto también se hace cargo de que esto 
deba hacerse tomando en cuenta las disposiciones constitucionales, 
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legales y reglamentarias y, por supuesto, apegarse a los aspectos, a los 
principios democráticos que regulan nuestros procesos electorales. 

Estoy de acuerdo con expulsar del reglamento el párrafo ya mul-
ticitado, pero también estoy de acuerdo en la exigencia que se hace 
a los partidos políticos de cumplir con esos principios. No se trata de 
un ejercicio discrecional que pudiera ir más allá de los principios y 
las reglas constitucionales. 

A nivel de cada partido político se debe de establecer la manera en 
que se garantizarán los principios de equidad y de paridad de géneros 
consagrados en la Constitución y en el Código Federal de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales. Debe de diseñarse e instrumentar-
se de forma tal que permita, facilite y asegure el acceso igualitario de 
hombres y mujeres al registro de las candidaturas. 

Estoy de acuerdo con el proyecto, porque el proyecto no contem-
pla excepciones. 

Los partidos políticos tienen que cumplir con el registro mínimo 
de 40% de candidaturas por ambos principios para un género. Es obli-
gación establecida a partir de una interpretación conforme a los pre-
ceptos constitucionales que consagran los principios de igualdad. 

Estoy de acuerdo con el proyecto también por lo que hace a con-
siderar fundado el disenso de las actoras, en cuanto a considerar que 
deberá procurarse que las fórmulas completas se integren por candi-
datos del mismo género. 

Y permítanme, de manera muy breve, confesarme con ustedes, 
que este aspecto me costó mucho trabajo en cuanto a una defini-
ción, porque en el Congreso de la Unión hay iniciativas presentadas  
también por mujeres que solicitan esto, que las fórmulas sean integra-
das por candidatas del mismo género, para evitar fraudes a la ley o si-
mulaciones en donde se registra a una mujer como propietaria, pero 
al registrarse como suplente a un hombre, después de una licencia, 
sube el hombre o accede al cargo como titular, el hombre. 

Y con esto se cumple con la ley, al registrar en términos de las cuo-
tas establecidas por la ley, pero ya al momento de la representación 
efectiva se rompe con esta posibilidad. 

Hay propuestas de las mujeres en ese sentido, pero lo que nos plan-
tean las actoras, en este caso, es muy importante, porque nos dicen: 
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lo que se ha avanzado en el sistema electoral mexicano es en un sis-
tema de cuotas en donde se prevea una o mínimos de 40, 60 para los 
distintos géneros. 

Si se restringe el que las suplencias de fórmulas en donde los pro-
pietarios sean hombres y se restringe que las mujeres puedan ser re-
gistradas como suplentes en aquellas fórmulas en que propietarios 
son hombres, entonces se nos está nuevamente restringiendo la posi-
bilidad de incrementar el porcentaje o la cuota en el registro de las 
candidaturas. 

Y me parece que en este sistema, en este modelo, en estos concep-
tos, en este ejercicio nuestro de juzgar con perspectiva de género, par-
tiendo de la base de que un sistema de cuotas debe de ser temporal, son 
medidas temporales que se introducen en las normas y en las decisio-
nes judiciales, en tanto se logra un esquema o un terreno de igualdad. 
Estoy de acuerdo en que no se restrinja que puedan registrarse muje-
res propietarias en las fórmulas en las que son propietarios hombres y 
que se obligue a que aquellas fórmulas en que son titulares las muje-
res también sean mujeres suplentes. 

En resumen, los partidos políticos, de acuerdo con el proyecto que 
somete a nuestra consideración el magistrado presidente, están obli-
gados a cumplir con 40% de registro de candidaturas de un solo gé-
nero, tanto en mayoría relativa para diputados y senadores como en 
representación proporcional, y, por lo que hace a las fórmulas de pro-
pietarios y suplentes, aquellas de 40% de un mismo género tendrán 
que ser propietarias y suplentes. Y el resto, es decir, 60% podrán ser 
de distinto género las propietarias y las suplentes, son las candidatu-
ras propietarias y candidaturas suplentes. 

Por todo lo señalado, estoy de acuerdo con el proyecto que some-
te a nuestra consideración el magistrado presidente, porque es acorde 
con los principios constitucionales de igualdad, acorde con los trata-
dos internacionales y es un claro ejemplo de juzgar con perspectiva de 
género, acorde con la Convención sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación Contra la Mujer, la cual prevé la necesidad  
de adoptar medidas especiales de carácter temporal encaminadas a 
acelerar la igualdad entre la mujer y entre el hombre.
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Pedro Esteban Penagos López

Un sistema democrático pleno se sustenta en dos columnas funda-
mentales, en dos derechos fundamentales, las libertades y la igual-
dad, esa igualdad que siempre se ha buscado y hasta ahora no se ha 
conseguido. 

La igualdad está precisamente en la propia Constitución, su ar-
tículo 4º establece que todos, el varón y la mujer, son iguales ante la 
ley, ésta protegerá la organización y el desarrollo de la familia, el prin-
cipio de igualdad.

En el artículo 1º de la Constitución se establece la no discrimi-
nación motivada por género, esto es sumamente importante para mí, 
la igualdad en un proceso democrático pleno está establecida en la 
Constitución y está establecida también en la ley. En el Código Fe-
deral de Instituciones y Procedimientos Electorales se establece, ar-
tículo 4º, la participación de los ciudadanos en las elecciones, los 
derechos y obligaciones, votar en las elecciones constituye un dere-
cho y una obligación que se ejerce para integrar los órganos del esta-
do de elección popular. 

También es derecho de los ciudadanos y obligación de los partidos 
políticos la igualdad de oportunidades y la equidad entre hombres y 
mujeres, la igualdad y la equidad. 

Hemos creado conceptos que a mí me hacen reflexionar y sola-
mente lo esbozo como tal. 

¿Debemos juzgar con perspectiva de género o debemos juzgar con 
base en la Constitución? ¿En lo dispuesto en los tratados internacio-
nales, en la propia ley, en los estatutos de los partidos políticos? ¿Por 
qué lo pregunto? Porque ahí está la perspectiva de género, ahí está la 
igualdad entre el hombre y la mujer, ahí está la equidad que nunca, 
en un momento dado, se ha logrado. 

Cuando digo nunca, es porque debemos de tener presente que la 
primera elección federal en México se celebró en 1823 y a la mujer 
se le reconoció el derecho al voto en 1953, en una elección federal, 
125 años después. Y 190 años ya en el México independiente estamos 
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buscando que se le reconozca la igualdad con el varón, que se le re-
conozca su derecho de ser votada. 

Simple y sencillamente con base en esto, nuestros criterios de-
ben de atender a lo que establece la propia Constitución, a la igual-
dad y a la no discriminación por género. Y esto lo reitera no nada más 
el artículo 4° del Cofipe, lo dice el artículo 118, 218, para ser exac-
to, establece también otra cuestión relativa a la igualdad. Regresaré 
a ese punto. 

Precisamente por eso, siempre he pensado que juzgar con pers-
pectiva de género fue un concepto o una frase creada por las organi-
zaciones precisamente de mujeres, en atención a que quizá no han 
encontrado eco en la impartición de justicia en algunos tribunales, 
porque no han encontrado eco en los procesos electorales celebrados 
ya bien por los partidos políticos o en las comunidades. 

Pero lo que quiero decir es que la perspectiva de género está pre-
cisamente en la ley, en la Constitución. 

El asunto que se nos presenta a la consideración —que espero 
realmente alcance mayoría, porque lo comparto en todos sus térmi-
nos— está relacionado precisamente con ese principio de equidad de 
género, para la conformación de las candidaturas a diputados federa-
les y senadores que registren los partidos políticos. 

En el caso, María Elena Chapa Hernández y otras ciudadanas im-
pugnan el acuerdo de 7 de octubre de 2011, emitido por el Consejo 
General del Instituto Federal Electoral, mediante el cual se estable-
cen criterios aplicables para el registro de las candidaturas a los distin-
tos cargos de elección popular que presenten precisamente los partidos 
políticos. 

En dicho acuerdo, particularmente en su punto décimo terce-
ro, el Instituto Federal Electoral determinó que para cumplir con 
la cuota de género, prevista en los artículos 219 y 220 del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, los partidos 
políticos que no seleccionaran a sus candidatos a diputados y sena-
dores de mayoría relativa mediante procedimientos democráticos de-
berían registrar a sus aspirantes conforme a los porcentajes previstos 
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para la cuota de género, procurando que los integrantes de la fórmu-
la correspondiente fuesen del mismo género. 

La simple lectura del acuerdo impugnado me deja ya muchas du-
das, ¿por qué? Porque establece que para aquellos partidos políticos 
que no seleccionen a sus candidatos a diputados y senadores median-
te procedimientos democráticos deben registrar, deben de atender a 
la equidad en el registro de las fórmulas, lo que quiere decir que cuan-
do se opte por los procedimientos democráticos no deben de atender 
a ese porcentaje de equidad de género. 

Las actoras aducen que dicha interpretación o dicho acuerdo, en 
su concepto, distorsiona el principio de equidad, porque si todas las 
fórmulas se conforman por candidatos del mismo género, las mujeres 
como consecuencia, perderían la posibilidad de ser postuladas cuan-
do los hombres estuvieran registrados como propietarios. 

Y en esto desde luego que tienen toda la razón —desde mi punto de 
vista, no obstante que ya mencioné los artículos constitucionales de la 
no discriminación por razón de género, el principio de igualdad entre  
el hombre y la mujer, que reitera el artículo 4º del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales. 

El artículo 18, también de este Código, dice en su párrafo  
tercero:

Los partidos políticos promoverán y garantizarán en los términos del 
presente ordenamiento la igualdad de oportunidades y procurará la 
paridad de género en la vida política del país a través de la postulación 
a cargos de elección popular en el Congreso de la Unión, tanto de 
mayoría relativa como de representación proporcional. 

El artículo 218 dice que deberán procurar no la equidad, sino la 
paridad de género en la vida política del país. Precisamente por esto, 
el artículo 219 del Código Federal Electoral establece que de la tota-
lidad de las solicitudes de registro de candidatos a diputados y senado-
res que presenten los partidos políticos o coaliciones deben integrarse 
con al menos 40% de candidatos propietarios del mismo género, pro-
curando llegar a la paridad. 
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El problema es que con este acuerdo vienen a mí mente las Jua-
nitas, mientras se registran varones como propietarios, o mejor di-
cho, mujeres como propietarias, también se registran hombres como  
suplentes. 

Precisamente con base en esa disposición debe interpretarse que lo 
que pretende, o lo que debió pretender, o lo que pretendió el legisla-
dor para buscar la equidad de género, ya no la paridad a que se refiere 
la propia ley, es que en la distribución de las fórmulas para contender a 
los puestos de elección popular sin privilegiar un género sobre el otro, 
sin observar ese principio de equidad, desde luego, registrando 40% de 
mujeres que es el género, ahora, que no se le ha reconocido la igual-
dad, tanto como propietarias y como suplentes. 

Incluso considero que ese principio de equidad debe aplicarse con 
independencia del principio por el que sean elegidos los diputados, 
los candidatos a diputados y senadores dentro de los procedimientos 
partidistas, pues se trata de una regla que debe regir por igual. 

Además, por mayoría relativa y por representación proporcional 
en los términos en que lo establece el artículo 220 del propio Có-
digo. De esta manera, considero que les asiste la razón a las actoras 
cuando aducen que el acuerdo impugnado incumple la cuota de gé-
nero. Porque al establecer que se procurará integrar las fórmulas con 
un mismo género, pues en realidad se limita a recomendar a los par-
tidos políticos y deja al arbitrio de los mismos el atender el acuerdo 
o no atenderlo. 

Precisamente por ello, celebro que en el proyecto se interprete el pre-
cepto legal, estableciendo que para garantizar plenamente ese porcen-
taje deben ser, desde luego, mujeres propietarias en 40%, igualmente 
mujeres suplentes en esas mismas fórmulas. 

Precisamente por ello, comparto el acuerdo impugnado en el sen-
tido de que se debe modificar el acuerdo, para que quede claramen-
te establecido que es obligación de los partidos políticos cumplir con 
lo que establece la propia ley, en el sentido de respetar la equidad de 
género. 

Ese porcentaje que está establecido, ahora como bien decía la 
magistrada Alanis Figueroa, ese porcentaje que se ha visto como el  
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idóneo para ir logrando, desde luego, la paridad entre ambos géneros, 
que en 40% de las fórmulas de candidatos propietarios y suplentes co-
rrespondan al mismo género. 

Esto no implica que el partido político tenga que hacer la elección 
directa, desde luego, podrá seguir los procedimientos de elección es-
tablecidos en sus propios estatutos y no como se establece también 
en el acuerdo impugnado en sus propios estatutos, pero, desde luego, 
buscando que la selección sea entre personas del mismo género, entre 
mujeres, para que el resultado sea el respeto de ese porcentaje. 

Precisamente por eso, considero que les asiste la razón a las acto-
ras al argumentar que el instituto responsable se excedió en sus facul-
tades reglamentarias, al establecer en ese acuerdo un procedimiento 
democrático que debe, en su caso, seguirse para ese efecto. 

Si bien es cierto que en el segundo párrafo del artículo 219 del 
Cofipe se prevé como excepción a la regla de cuota de género, eso 
podría interpretarse así, aquellas candidaturas derivadas de procesos 
de elección democrática, no, esto debe interpretarse acorde el pri-
mero con el segundo párrafo, para que esas fórmulas puedan, en su 
caso, derivar de procedimientos democráticos, siempre que se res-
pete, desde luego, la obligación de registrar ese 40% en las fórmulas 
correspondientes. 

Esto para mí es completamente trascendente, derivado de lo que 
ha sido nuestra historia, en el sentido de que se le ha negado a la mu-
jer el derecho desde luego a ser votada, con el reconocimiento pleno 
de que un sistema democrático en su contexto está sustentado en los 
derechos fundamentales de libertad y de igualdad.

Igualdad sin discriminación de género, igualdad con el reconocimien-
to de oportunidades, la Constitución habla de igualdad, el Cofipe repro-
duce la igualdad y paridad, y por último dice: equidad, cuando menos 
debe de lograrse y de asegurarse esa equidad, justicia social, justicia ape-
gada a lo que establece la Constitución y a lo que establece la ley.

Precisamente por eso, comparto el proyecto en todos sus térmi-
nos, que además lo considero sumamente trascendental para la vida 
democrática de México.
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Manuel González Oropeza

Tengo algunas reservas, y por eso me veo precisado a manifestarlas 
frente a ustedes.

Sin lugar a dudas estoy convencido de que juzgar, legislar, admi-
nistrar con perspectiva de género es prioritario en nuestro país. 

Aquí es un ejemplo de que la mayoría de magistrados varones esta-
mos proponiendo la perspectiva de género de manera muy coinciden-
te con la magistrada María del Carmen Alanis, pero esto demuestra 
que lo importante no es el empoderamiento de las mujeres en mi opi-
nión, como se ha dicho en Chiapas, recientemente tuve una colega de  
ustedes, una secretaria de desarrollo y empoderamiento de las muje-
res, así se llamó o se llama la Secretaría, y bueno, yo manifesté mi opi-
nión de que es bueno que haya un empoderamiento de mujeres y de 
hombres, porque estamos en plano de igualdad, pero no se trata del 
empoderamiento por el empoderamiento, sino de que las actividades 
sean las leyes sustantivas, las sentencias, los actos administrativos ten-
gan una perspectiva que termine con esa marginación que desafortu-
nadamente todavía existe de un género sobre otro. 

Desde ese punto de vista, yo estoy totalmente de acuerdo, y voy a 
votar a favor. Sin embargo, permítanme compartirles mis preocupa-
ciones al respecto. 

En principio, quiero ser laudatorio de que la sentencia que nos 
propone el magistrado Luna no solamente es importante desde el 
punto de vista de género, sino es muy importante, muy importante, 
tan importante quizá, desde la perspectiva de la legitimación que él 
reconoce. 

El interés jurídico, finalmente se trata de un acto administrativo 
general, de un reglamento del Consejo Electoral, del Consejo Gene-
ral para regular a los partidos, no a los militantes, claro. En segundo  
grado los partidos integrados por ciudadanos, militantes se verán afec-
tados, pero el partido no viene a impugnar, vienen militantes de un 
partido, mujeres todas ellas.

Y creo que la decisión de aceptar el interés jurídico de estas perso-
nas militantes es trascendente para nuestro Tribunal, porque demuestra  
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una vez más que la legitimación no está, llamémoslo así, bajo las re-
glas estrictas de la ley, sino la legitimación procesal ante nosotros es 
una resolución, es una decisión que el Tribunal constitucional debe 
de tomar, aceptando o no los juicios presentados por ciudadanos agra-
viados por algún acto. 

En otras palabras, la función jurisdiccional no es una delegación 
del legislador, no estamos aquí sólo para acatar la voluntad del legis-
lador, sino estamos aquí para administrar justicia, y administrar jus-
ticia está en la Constitución, como expedir leyes también está en la 
Constitución. De tal suerte que, creo yo, que éste es un caso muy im-
portante en materia de legitimación, porque demuestra que al haber 
un agravio con dimensión constitucional, con importancia, los mili-
tantes de un partido cuyo partido no impugnó, no obstante ello tie-
nen interés y nosotros escuchamos el caso y lo estamos resolviendo y 
debatiendo de esta manera como están escuchando. 

Un segundo aspecto es que evidentemente es muy cierto el pro-
yecto al decir que procurar no es la fraseología de la ley, porque el 
219 habla claramente de “deberá integrarse”, es el deber ser de la nor-
ma, no es el procurar de la voluntad del partido o de la persona pa-
ra tratar de hacerlo. 

Cuando la norma habla de procurar se refiere a la paridad, no a la 
equidad de género, para la equidad de género debe observarse esta equi-
dad. Por lo cual aplaudo los términos del proyecto en ese sentido y, por 
supuesto, también lo que se ha dicho aquí, de que los suplentes deben 
de tener el mismo género que los propietarios, para evitar estas triquiñue-
las que algunas veces ya hemos presenciado, en donde sin explicación 
mayor renuncian los miembros, las mujeres diputadas sin explicación re-
nuncian para que los suplentes hombres entren. Entonces, esto es muy 
importante. 

Pero, si me permiten, aquí ya voy a empezar a hacer una puntua-
lización de mis precisiones, en mi opinión, que me llevarán a hacer 
un voto concurrente muy sencillo, pero que quiero compartir y apun-
tar en esta ocasión, porque será un pensamiento preliminar el que es-
toy ofreciendo ante ustedes. 
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Primero, creo que el artículo 219, cuando se refiere a que las can-
didaturas de mayoría relativa sean resultado de un proceso de elección 
democrático, conforme a los estatutos de cada partido, debemos de in-
terpretar, en mi opinión, que está bien esa referencia o reenvío de la 
ley a los estatutos del partido, pero no podemos nosotros saltar o no 
tomar en cuenta la facultad reglamentaria del Instituto Federal Elec-
toral, que por disposición de la Constitución es quien ejecuta todas 
las decisiones de la autoridad, de la ley electoral. 

En otras palabras, creo que debemos de acotar esta referencia a 
los estatutos, siempre y cuando estos estatutos estén de acuerdo, por 
supuesto, con la Constitución, la ley, pero también los reglamentos 
o los acuerdos como es el caso que está impugnándose del Instituto 
Federal Electoral. 

En la jerarquía, creo que estos acuerdos son de mayor jerarquía que 
los propios Estatutos, porque evidentemente la facultad reglamenta-
ria del Instituto Federal Electoral, implementa o se entiende que tie-
ne prioridad para implementar los mandatos de la ley. 

No puede la ley misma hacer un puente directo a los estatutos, por-
que entonces estamos en manos de los partidos, los estatutos podrían 
en un momento dado restringir el concepto de procesos de elección 
democrática, y algunos pensarían que está de acuerdo porque la pro-
pia ley lo permite. Yo creo que no. 

Creo que el acuerdo del 3 de noviembre de este año [2011], del  
Instituto Federal Electoral, lo que pretende es señalar como piso, co-
mo base, que un proceso democrático electoral en la selección de can-
didaturas son en forma directa o en forma indirecta. Para mí esto no 
excluye que en los estatutos pueda haber otras formas que los propios 
partidos, pero in addendum, adicionales a estas precisiones que la au-
toridad administrativa está haciendo y que creo que lo está haciendo 
en uso de sus plenas facultades. 

Ahora, lo que estamos nosotros promoviendo conscientemente, y 
me sumo, no es sólo la igualdad, no es sólo la equidad, es el privile-
gio de un género sobre otro. Es decir, es un privilegio de un género 
que ha sido marginado. ¿Cómo debemos de eliminar la marginación? 
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Dándole el privilegio, dándole un tratamiento específico, especial, no 
de igualdad, porque la igualdad se tiene, como ha dicho muy bien el 
magistrado Penagos, la igualdad se tiene en este país, ya tantos años, 
yo nací en 1953, entonces tiene mi edad, imagínense ustedes, ya es 
una igualdad antigua, digamos. Pero no hay las condiciones que pro-
muevan esa igualdad, entonces, las acciones afirmativas han hecho 
esa, tratan de crear esos privilegios, esos posicionamientos especiales 
para que un sector marginado pueda aparecer como igual, pero igual 
ante la ley lo es, igual las mujeres y los hombres presentan candidatu-
ras, forman asociaciones políticas, son miembros de partidos, gobier-
nan, legislan, juzgan, ya la igualdad existe, lo que queremos es ir más 
allá de la igualdad. 

Ahora, con esto creo hay que tener un poco de cuidado, porque 
tampoco es nada más el empoderamiento de un género sobre otro. 
Creo que eso es peligroso. ¿Por qué? Las acciones afirmativas se han 
creado en el ámbito de la administración pública, se crean por prime-
ra vez por Kennedy en 1960, para hacer o favorecer contratos de obra 
pública o contrataciones gubernamentales con minorías raciales que, 
en el caso, no tenían o tenían las condiciones de marginación frente 
a la mayoría racial de ese país. 

Todas las demás medidas de acciones afirmativas se han dado o se 
han implementado en el ámbito administrativo, donde no hay pro-
cesos democráticos de por medio, por ejemplo, el acceso a las uni-
versidades. 

El acceso a la universidad no es por votación democrática, el ac-
ceso a la universidad es que presenta uno su candidatura, satisface 
uno los requisitos y con el promedio y con los exámenes de admisión 
puede uno ingresar. 

Bueno, las universidades han implementado exitosamente acciones 
afirmativas de manera unilateral, para que sean los miembros de deter-
minada raza o de determinado género o de determinada condición so-
cial, para que accedan con mayor facilidad, y ahí está el privilegio, para 
que accedan con mayor facilidad a estas instituciones. 

Pero aquí tenemos algo más complicado, es decir, aquí estamos 
hablando de elecciones democráticas. En México, en mi opinión,  
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señor presidente, magistrado Galván, México ha dado un paso muy 
importante desde el año 2003 para que los actos de los partidos políti-
cos y el régimen interno de los partidos políticos sea democrático. 

Es decir, en la teoría de la ciencia política, los partidos políticos 
son las sociedades oligárquicas perfectas, estudiadas por los clásicos de 
la cultura de la ciencia política, Michels, Gaetano Mosca, Wilfredo  
Pareto; todos toman para señalar qué es una oligarquía a los partidos 
políticos. 

En México, afortunadamente, gracias a la existencia de tribunales 
electorales que intervenimos y acotamos la discrecionalidad partidis-
ta, hemos podido introducir y tenemos incluso hasta la jurispruden-
cia de que los partidos deben de observar principios democráticos en 
toda su actuación.

Entonces, cómo armonizar la necesidad de que los partidos polí-
ticos, organizaciones de ciudadanos, sean los actores de la democra-
cia en nuestro país, si fomentamos que la designación al interior del 
partido de sus candidatos no sea democrática, para cumplir una cuo-
ta de género, por ejemplo. 

Este es el problema que enfrenta el Cofipe, es el problema que 
nos enfrenta este caso, y que no es de fácil solución y, seguramente, 
provocará mayores resoluciones posteriormente. 

Entonces, interpretando el artículo 219, de manera un poco dife-
rente al procedimiento y por eso es que hago el voto concurrente, yo 
creo que el artículo 219 se refiere al siguiente supuesto. 

Quisiera interpretarlo con esa perspectiva de género que debemos 
de dar, pero también con respeto pleno, para que la democracia al 
interior de los partidos sea un principio que no vaya a ser pretextado  
por la dirigencia de ese partido, para de manera directa designar al 
candidato sólo porque pertenece a un género. 

Creo que el Cofipe hace o prioriza que todos los procesos y la se-
lección de candidaturas de mayoría relativa para diputados y senadores 
deben de tener un proceso de elección democrático, y eso lo hemos 
confirmado en un caso reciente en donde nosotros revocamos la desig-
nación directa de una dirigencia nacional y manifestamos que debería 
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de ser por elección democrática de sus militantes, miles de militantes, 
si mal no recuerdo, 1,500 o algo así, vinieron con nosotros para decir: 
no, los candidatos deben de ser electos por nosotros. 

Y ustedes saben que la elección no puede ser dirigida, la elección 
sale hombre o mujer y sale el mejor, el más apto, el más líder, es una 
elección, ahí no podemos nosotros imponer al elector nuestras cuo-
tas, nuestras acciones, porque debe de ser libre, la libertad electoral 
debe ser la característica de toda democracia. 

Bueno. ¿Cómo compatibilizar este proceso de elección democrá-
tico para cumplir con el párrafo anterior del 219, que establece que 
deberá integrarse el registro de candidatos ante la autoridad electoral 
con al menos 40% de candidatos propietarios?

Bueno, para mí, es una interpretación y entiendo que quizá ésta 
no sea o no haya sido la literalidad de la ley, pero, para mí, lo primero  
que debemos de privilegiar es la elección democrática. 

De las prioridades que tenemos, siendo la equidad de género una prio-
ridad, es la segunda prioridad para mí. La primera prioridad es la elec-
ción democrática, que los propios militantes decidan. 

Y ya en la segunda prioridad, para establecer la equidad de género, 
deben de ser los partidos al momento del registro de sus candidatos, los 
que traten de adecuar, sobre todo con las listas de representación pro-
porcional, porque evidentemente la elección democrática, para mí, es 
una obligación en la selección de candidaturas de mayoría relativa. 

Pero para las de representación proporcional, la representación 
proporcional es idónea para este tipo de cuestiones. Es decir, es idó-
nea para favorecer candidaturas de grupos distintos a los de la ma-
yoría; entonces las listas de representación proporcional van a ser el 
muelle que adecuen los resultados de una elección democrática en 
ese sentido. 

Entonces, esto es lo que considero, y un peligro que puede tener la 
acción afirmativa establecida de manera radical es que ya en otros paí-
ses empiezan a enfrentar lo que es la acción afirmativa en reversa. 

Es decir, ya en Inglaterra hubo un candidato del Partido Laborista 
que impugnó la selección de la candidata mujer de su partido con base 
precisamente en la discriminación del género de varón que tenía él. 



D
iá

lo
g

os
 ju

d
ic

ia
le

s

41
41

Y en Estados Unidos también hay juicios en donde esa acción afir-
mativa, incluso en materia administrativa que decía de las Universi-
dades, estudiantes caucásicos han impugnado las acciones afirmativas 
de la universidad, porque se han sentido discriminados sólo por el he-
cho de ser caucásicos, por la preferencia a los afroamericanos que pre-
tende la acción afirmativa. 

Entonces, está bien la acción afirmativa, pero tenemos que ser mode-
rados, tenemos que ser un poco conscientes de lo que estamos haciendo 
y mi interpretación del artículo 219 refleja esta preocupación.

Flavio Galván Rivera

Coincido con el proyecto por cuanto hace al párrafo cuarto del punto  
décimo tercero del acuerdo, porque efectivamente no está dentro de 
las facultades reglamentarias del Instituto Federal Electoral definir, 
y menos aún limitar, lo que debe entenderse por procedimiento de-
mocrático de la elección intrapartidista de candidatos a fin de solici-
tar su registro. 

Pero difiero del proyecto que se somete a consideración de la Sala 
en cuanto a la modificación de los párrafos tercero y quinto del mis-
mo punto décimo tercero del acuerdo. 

Porque si bien es cierto que el Consejo General señaló que se pro-
curará que la fórmula completa se integre por candidatos del mismo 
género, y que en el proyecto se impone el deber jurídico de los partidos 
políticos y coaliciones de integrar las fórmulas completas de candida-
tos con personas del mismo género, para mí, no tiene sustento consti-
tucional legal y tampoco en algún principio general de derecho. 

El artículo 219 con toda claridad establece que de la totalidad  
de solicitudes de registro, tanto de las candidaturas a diputados como 
de senadores, que presenten los partidos políticos o las coaliciones an-
te el ife deberán integrarse por al menos 40% de candidatos propieta-
rios de un mismo género, procurando llegar a la paridad. 

El legislador ordinario sólo se refirió a candidatos propietarios, y si 
bien es cierto que es loable la intención de que esto sea también para 
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candidatos suplentes y que debemos de eliminar, debemos impedir el 
fenómeno político social que comúnmente se identifica como Juani-
tas, ello debe ser por las vías constitucional y legalmente previstas. 

No se ha planteado la inconstitucionalidad del párrafo uno del 
artículo 219 de la ley electoral federal vigente; menos aún se ha de-
clarado esta inconstitucionalidad por la scjn en ejercicio de la ac-
ción de inconstitucionalidad. Para mí, es plenamente constitucional 
y, en consecuencia, no podemos, en este acuerdo, reformar el Có-
digo Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (Cofipe)
para imponer un deber jurídico a los partidos políticos y a las coali-
ciones que, por loable y plausible que sea, no tiene sustento en la le-
gislación vigente. 

No comparto la idea de cambiar la expresión “procurando que  
la fórmula completa se integre por candidatos del mismo género” a la 
expresión “deberá garantizar que la fórmula completa se integre por 
candidatos del mismo género”. 

Por otra parte, modificar el párrafo tercero de este punto de acuer-
do décimo tercero para establecer que en caso de que el partido po-
lítico elija a sus candidatos de mayoría relativa mediante un proceso 
de elección democrático deberá presentar un mínimo de 40% de can-
didatos del mismo género a diputados y senadores, para mí tampoco 
tiene fundamento constitucional ni legal. 

Es cierto, debemos juzgar no con perspectiva de género, que para 
mí sería inconstitucional, sino con perspectiva de igualdad de géne-
ro. No se trata de una discriminación a la inversa, por los siglos que 
debamos a la mujer de discriminación. 

No se trata de discriminar ahora a los hombres para pagar la deuda  
histórica que pudiéramos tener con las mujeres. Se trata de igual-
dad de género, igualdad del hombre y la mujer. Pero por otra par-
te, ¿vamos a limitar los procedimientos democráticos de elección de  
candidatos al interior de los partidos políticos y de las coaliciones a un 
porcentaje? La democracia se acaba en donde se rebase 60% o 40%, 
según lo podamos ver. 

En tesis de jurisprudencia hemos sostenido que los estatutos 
de los partidos políticos deben ser democráticos. El artículo 27 del  
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Cofipe, en su párrafo uno, inciso d, establece que los estatutos con-
tendrán las normas para la postulación democrática de sus candida-
tos, siempre que no exceda el porcentaje mínimo de cuota de género, 
tendríamos que agregar, adicionar o reformar este inciso d del artícu-
lo 27, párrafo uno. 

La Constitución establece que México ha decidido constituirse en 
una república democrática. ¿Tendremos que agregarle “siempre que 
este régimen democrático no exceda de determinado porcentaje en los 
procedimientos intrapartidistas de elección de candidatos”? Me parece 
que en esta argumentación vamos más allá de otros principios, otros 
valores, y de disposiciones que están vigentes en la Constitución, en 
la ley, en los principios generales del Derecho y en la jurisprudencia 
general y particular en materia electoral. 

El párrafo dos del artículo 219 establece: 

quedan exceptuadas de esta disposición —la de cuota de género 
de cuando menos el 40% de candidatos propietarios—, quedan 
exceptuadas de esta disposición, las candidaturas de mayoría relativa 
que sean resultado de un proceso de elección democrático conforme 
a los estatutos de cada partido. 

Revocamos acuerdos del Partido Acción Nacional al resolver el 
juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciu-
dadano identificado con el número 10842 y 1454 juicios acumula-
dos, justamente porque no se ajustaban esos acuerdos al principio de 
elección democrática de designación de candidatos. 

Tendríamos que volver atrás, contradecir lo que ahí dijimos para 
decir ahora el límite de este procedimiento democrático es 60%, 40% 
puede ser, como dijo un comentarista político en una de las columnas 
cotidianas que leemos, 40% sí puede ser por designación digital.

Será realmente éste el espíritu de la democracia que hemos asu-
mido en la Constitución y en las leyes electorales, mediante proce-
dimientos democráticos, la elección de candidatos, siempre que no 
exceda 60%.
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Lo cual, ya viene a contradecir textualmente lo previsto en el párrafo 
dos del artículo 219. Texto que no ha sido declarado inconstitucional, 
texto cuya constitucionalidad no ha sido controvertida, en mi concep-
to, no podemos reformar estos artículos que están vigentes, insisto, por 
plausible que sea la argumentación con la que coincido, en tanto a la 
argumentación, pero no en cuanto a consideraciones que sustenten la 
resolución que ahora se somete a consideración de la Sala.

Para mí, debe seguir vigente lo previsto en sus términos en estos pá-
rrafos uno y dos del artículo 219 del Cofipe, congruente con lo previsto 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum), 
y privilegiar tanto los procedimientos como el principio democrático 
de elección de candidatos a ocupar cargos de elección popular, entre 
ellos, los de diputados y senadores al Congreso de la Unión.

Por estas razones, si bien coincido con lo relativo al párrafo cuarto, 
me aparto del proyecto por lo que hace a los párrafos tercero y quin-
to, del punto décimo tercero del acuerdo a la resolución impugnada. 
Gracias, presidente.

Pedro Esteban Penagos López

Tal como lo mencionó el magistrado Manuel González Oropeza, 
en el proyecto está establecido que en la elección o que en la inte-
gración de este 40% de fórmulas de mujeres propietarias y a la vez 
suplentes pueden derivar de acuerdo con los estatutos del partido 
político de un procedimiento de elección; no se está diciendo, no 
se está permitiendo, no se está resolviendo como consecuencia que 
sean designadas en forma directa, así está expresado en el proyec-
to correspondiente. 

Por otra parte, es cierto lo que se menciona en el sentido de que el 
primer párrafo del artículo 219 del Cofipe se refiere cuando menciona 
este 40% únicamente a los candidatos propietarios, así lo establece. 

Dice a continuación: 
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de la totalidad de solicitudes de registro, tanto de candidaturas a 
diputados como de senadores, que presenten los partidos políticos 
a las coaliciones ante el Instituto Federal Electoral, deberán 
integrarse con al menos el 40% de candidatos propietarios del 
mismo género.

Es cierto que no se refiere a los suplentes, pero es cierto que tene-
mos la facultad de interpretar el precepto, y si bien se refiere única-
mente a propietarios es porque los propietarios toman por regla general 
posesión del cargo, son los que desempeñan el cargo y el legislador, 
desde mi punto de vista, lo que quiso asegurar es que 40% de candi-
daturas o de fórmulas registradas fueran de un mismo género. 

Por qué nos podemos permitir, si no se establece de manera expre-
sa, que deben ser fórmulas integradas por mujeres propietarias y mu-
jeres suplentes, pues simplemente podemos acudir, como se acude al 
artículo 218, párrafo tercero del propio código, cuando se menciona, 
y se procurará la paridad de género en la vida política del país a tra-
vés de la postulación de cargos de elección popular en el Congreso 
de la Unión, tanto de mayoría relativa como de representación pro-
porcional; en este párrafo es genérico, no se establece o no se refiere 
ni a propietarios, ni a suplentes, establece la obligación de procurar 
el que se busque la paridad de género en la vida política del país a 
través de la postulación a cargos de elección popular en el Congre-
so de la Unión, tanto como por mayoría relativa como por represen-
tación proporcional. 

Nosotros estamos interpretando estas disposiciones, además, qué 
bien que el magistrado Manuel González Oropeza mencionó que el 
otro 60% de fórmulas a registrar puede estar integrado o debe estar 
integrado por hombres y mujeres, no específicamente por hombres. 
Esto es sumamente importante. 

O sea, primero es 40% de fórmulas como mínimo a registrar, inte-
grado por mujeres como propietarias y suplentes, porque así lo dice. 
Desde mi punto de vista, así se puede interpretar la ley, y para evitar 
hasta el fraude a la ley. 
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Por otra parte, del otro 60% no se está estableciendo que, única-
mente sean hombres o que no puedan existir candidatas propietarias 
mujeres o suplentes. 

Ese otro 60% puede estar integrado por los dos, debe estar inte-
grado por los dos géneros, pero además en ambos casos pueden ser el 
producto, desde luego, del procedimiento de elección interna corres-
pondiente. Lo importante es que para lograr precisamente ese 40% al 
que nos referimos, pues la elección tendría que hacerse cuando me-
nos entre mujeres. 

No se trata con esto, desde luego, darle la bienvenida a lo que se 
mencionaba hace un rato, y a través de los periódicos, a la selección 
directa. No, se está, desde luego, desterrando el procedimiento demo-
crático. Debe observarse el procedimiento democrático, salvo que se 
esté en casos de sección establecidos en los propios estatutos de los 
partidos políticos.

Constancio Carrasco Daza

Yo estoy de acuerdo con el proyecto, pero quisiera hacer dos o tres co-
mentarios, si me lo permiten, de lo complejo que es juzgar o interpre-
tar bajo la perspectiva de género y la diferencia que existe en esta forma 
de interpretación, tomando en cuenta los valores o principios que se 
encuentren involucrados en nuestro ejercicio de interpretación. 

Déjenme, sólo para tratar de poner en claro lo complejo que es  
esta forma de juzgamiento. Recordé, hace rato, un caso que tuve opor-
tunidad de leer del Comité sobre Discriminación sobre erradicación 
de todas formas de discriminación de Naciones Unidas, que hace unos 
meses me pareció muy interesante. 

De lo complejo que se ha tornado el tema de juzgar con perspec-
tiva de género, recordé un caso, que es el caso CIFRA, este caso que 
resolvió el Comité es muy importante, porque versaba sobre una ley 
que reconocía el derecho de toda extranjera casada con un nacio-
nal a establecer residencia en el país, pero obligaba a los extranjeros 
casados con una nacional a solicitar un permiso de residencia, pero 
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además ese permiso de residencia quedaba condicionado a la potes-
tad del órgano administrativo de ese estado parte a otorgarlo o no, era 
discrecional. 

¿Por qué digo que esto es sumamente atractivo para debatir? Es 
decir, si un nacional se casaba con una extranjera, ya podía por ese 
solo hecho establecerse en ese estado parte, pero los extranjeros que 
se casaran con mujeres de ese estado sí requerían un permiso de re-
sidencia que se tenía que analizar de manera discrecional si se otor-
gaba o no. 

El Estado parte argumentaba, y para mí es muy interesante, que 
no tenía obligación alguna de admitir el ingreso de extranjeros al te-
rritorio nacional.

Pues se refería obviamente ya a extranjeros en razón del género. 
Es decir, se refería a extranjeros varones. 

¿Qué concluye el Comité con eso? El caso es muy elocuente, muy 
amplio, yo sé que mis compañeros lo han leído, lo he discutido con 
alguno. Para mí es muy importante la definición del Comité porque 
concluyó que cuando un Estado parte decide reconocer en el orden 
legislativo el derecho de residencia, que es lo que sucedió en estas nor-
mas jurídicas, ya no puede, desde ninguna perspectiva, aplicar crite-
rios sobre género. 

Y creo que parece muy lógico, es decir, si se reconoce el derecho 
de residencia a ciertos extranjeros los criterios aplicables no pueden 
discriminar a hombres o a mujeres.

Pero toda la argumentación del Comité para erradicar todas las 
formas de discriminación se basa en algo que hemos debatido cons-
tantemente en este Pleno nosotros. Cuando estamos haciendo ejer-
cicios de progresión en derechos humanos o su restricción, no puede 
haber una diferenciación en razón de género basada en criterios que 
no sean razonables y objetivos. Esto es, éste es el debate, desde esa 
perspectiva.

¿Por qué digo o por qué traigo a cuentas este asunto del Comité 
sobre discriminación de Naciones Unidas? Creo que si alguna opi-
nión hubiéramos emitido en alguna consulta al Comité, creo que to-
dos hubiéramos concluido dónde puede estar la razonabilidad de una 
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norma que establece que los hombres sí son beneficiarios de la resi-
dencia de las mujeres extranjeras que se casen con ellas, ellos adqui-
rirán y no las mujeres. 

Ahí se observa una, para mí, no tenue, sino una forma de discri-
minación que no se puede permitir. Pero creo que lo que nos impone 
este proyecto es un tema diferencial, y por eso para mí es muy impor-
tante señalar algunos puntos de vista sobre el proyecto. 

El magistrado Galván decía en su intervención, siempre puntual, 
que él observa —y le preguntaba hace un minuto— que el principio 
de igualdad ante la ley que se consagra en nuestro plano constitucio-
nal en el artículo 4º, estaba resguardado o no se había atentado en 
contra de él en esta interpretación o a partir de las diferencias que ob-
serva con el proyecto. 

¿Cómo concibo yo el artículo 219 del Cofipe, que al final es a tra-
vés del cual se despliega la actividad reglamentaria del ife, y si este 
artículo merece un juzgamiento a la hora de interpretar la regulari-
dad legal de este acuerdo del Instituto Federal Electoral? Si merece 
un juzgamiento con perspectiva de género, es decir, si es necesario 
o es indispensable que al observar el artículo 219 y cómo se desple-
gó la facultad reglamentaria, lo hagamos con perspectiva de género  
o se agota en una interpretación literal el propio precepto y creo que, 
según lo expresaba el magistrado en su punto de vista, casi nos esta-
mos, si elegimos esta opción, pues estamos integrando la ley más allá 
de lo que establece. 

Y en principio, creo que este precepto merece ser interpretado 
en forma sistemática y debe ser juzgado la regularidad legal de es-
te acuerdo con perspectiva de género. Estas son dos cuestiones pa-
ra mí esenciales. 

En principio, por lo que hace a la interpretación que propone 
el proyecto, que cuando el artículo refiere que de la totalidad de  
solicitudes de registro de las candidaturas a diputados como de sena-
dores que presenten los partidos o las coaliciones ante el ife deberán 
integrarse con al menos 40% de candidatos propietarios de un mismo 
género, procurando llegar a la paridad. 
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Esta primera porción normativa que se trata de reglamentar me 
parece que debe implicar o irradiar a los suplentes, y creo que eso es 
juzgar con perspectiva de género. 

Creo que no podemos acotar nuestro debate tampoco en la litera-
lidad del propio artículo 4º constitucional, cuando dice que el hom-
bre y la mujer son iguales ante la ley. 

Si no tenemos que rescatar, qué es ese apotegma constitucional, 
cuál es su real contenido, es decir, qué está diciendo ese precepto 
constitucional, y, para mí, nos están dando un mandato de igualdad 
sustantiva y ésta es la que nosotros debemos privilegiar a la hora de 
interpretar. 

Es cierto que nuestro orden constitucional, nuestra carta funda-
mental, sólo habla en este artículo 4º de igualdad de hombre y la mu-
jer, o de procurarse ésta ante la ley. Sin embargo, hoy nuestro bloque 
de constitucionalidad no se agota en el artículo 4º Constitucional, en 
cuanto a la comprensión y la interpretación de lo que es la igualdad 
del hombre y la mujer ante la ley. 

Es el punto de partida de nuestra Constitución, pero en este redi-
mensionamiento de nuestro sistema constitucional en cuanto a protec-
tor de derechos humanos. El orden convencional que, en cambio, sí 
ha tenido una progresividad muy importante en este tema, nos da luces 
que nos pueden llevar a este ejercicio que nos propone el proyecto. 

Permítanme explicar. La Convención sobre la Eliminación de  
todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, que fue rati-
ficado por el Estado mexicano el 23 de marzo de 1981, establece, y 
para mí es muy importante, en su artículo 4º, la adopción por los es-
tados partes de medidas especiales de carácter temporal, encamina-
das a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer, no se 
considerará discriminación en la forma definida en la presente Con-
vención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el 
mantenimiento permanente de normas desiguales o separadas, estas 
medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igual-
dad, de oportunidad y trato. 

Como podemos ver, una Convención que hoy forma parte de nues-
tro bloque de constitucionalidad está reconociendo que en el principio 
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de igualdad del hombre y la mujer subyace, en los estados parte que 
suscriben la Convención, la posibilidad de establecer medidas muy 
especiales que, por supuesto, deben tener carácter temporal, porque 
es racional, lo dijo con toda exactitud el magistrado Manuel González  
Oropeza, porque de no ser así, un día en el Estado mexicano, no creo, 
que no muy próximo, podríamos generar un problema de desigual-
dad de género que es lo que estamos combatiendo con esta interpre-
tación, yo lo tengo muy en cuenta. 

Pero exige la Convención a los estados parte que se establezcan 
esta clase de medidas que tengan un carácter temporal, para acelerar 
la igualdad de facto entre el hombre y la mujer, y que éstas no se con-
siderarán discriminación, hay un reconocimiento imbíbito en el or-
den convencional de que no hay esa igualdad de oportunidades entre 
hombre y mujeres en los hechos. 

Eso es lo que está reconociendo el pacto sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer. 

Y aquí está —para mí— de manera muy clara definido que sí es 
posible establecer una interpretación que acelere la igualdad de facto 
entre hombres y mujeres, en el acceso a los cargos públicos en nues-
tro modelo constitucional. 

Pero debemos entender que estas normas deberán cesar o esta inter-
pretación deberá cesar cuando ya se hayan alcanzado los objetivos de 
igualdad de oportunidad y trato que no se tienen hoy de facto, que esto 
es para mí. Me cuesta mucho, lo digo con precisión, pensar que no la  
hay en nuestro orden social, en nuestro orden político mexicano ac-
tual, que, en teoria, ya existe una igualdad de facto entre hombres y 
mujeres. De ser así, no tendríamos este debate, me parece que esta-
mos muy lejos de poderlo afirmar.

El artículo 7° de la propia convención determina que los estados 
parte tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discri-
minación contra la mujer en la vida política y pública del país, y en 
particular deberán garantizar a las mujeres en igualdad de condicio-
nes con los hombres el derecho a ser elegibles para todos los cargos 
de elección popular.

Este artículo 7° de la convención no puede leerse cuando esta-
blece que garantizará los estados a las mujeres en igualdad de condi-
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ciones con los hombres el derecho a ser elegidas a los cargos públicos 
sin observar el artículo 4° de la propia convención, cuando el esta-
do parte tiene una situación de facto de desigualdad entre hombres 
y mujeres. Y creo que es el caso mexicano. Hay que decirlo, es así de 
claro. Éste es nuestro nuevo bloque de constitucionalidad y a él nos 
debemos ceñir en la interpretación judicial que se haga con perspec-
tiva de género. 

Desde esta posición, juzgo conforme al proyecto, que en 40% de 
candidatos propietarios de un mismo género debe quedar irradiado a 
los candidatos suplentes. Y juzgo también que el arábigo segundo del 
propio artículo 219 cuando establece “Quedan exceptuadas de esta 
disposición las candidaturas de mayoría relativa que sean resultados 
de un proceso de elección democrático conforme a los estatutos de  
los partidos políticos”, debe verse como un imperativo del cumpli-
miento de esta cuota de 40%.

Finalmente, no dejo de reconocer que hay varios valores constitu-
cionales o principios de nuestro diseño democrático en juego en esta 
interpretación, y que tenemos que hacer un ejercicio de ponderación 
para arribar a alguna de las conclusiones.

Reconozco que el proceso de elección democrático de los parti-
dos que está en el diseño estatutario de todos hoy, reconozco que es el  
mejor mecanismo o instrumento dentro de la vida interna de los ins-
titutos políticos de que la militancia pueda acceder a los cargos pú-
blicos. Reconozco también como un valor legal y constitucional el 
derecho de los partidos a su autodeterminación.

Pero de frente a estos valores orgánicos de nuestro diseño constitu-
cional y legal, para mí está de manera anticipada la interpretación que 
favorezca que esta circunstancia de facto de desigualdad entre el ac-
ceso a los cargos públicos, que es lo que juzgamos de representación 
popular de hombres y mujeres, alcancen cada día a través de la legis-
lación y de nuestra interpretación la paridad necesaria.
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Salvador Olimpo Nava Gomar

Me parece que las palabras de los magistrados, por orden de apari-
ción, González Oropeza y Galván Rivera, nos muestran un absurdo 
lógico. Es decir, el asunto no tiene solución. Y muestra la compleji-
dad del tema ponderando el principio democrático, es decir, elegir a 
los candidatos o elegir el nombrar directamente a un porcentaje de 
un género para garantizar la igualdad, creo que no tiene una solu-
ción por sí misma. 

Lo que quiero decir es que ninguna de las dos posturas es, si se me 
permite la expresión, más correcta que la otra. 

Sin embargo, tenemos que decantarnos para votar en un sentido 
o en otro del proyecto. 

Yo hice un ejercicio de razonamiento deductivo para obtener una 
conclusión propia que me lleva a apoyar su proyecto, señor presidente, 
sin que pueda refutar lo que dijo el magistrado Galván directamente. 
Quiero decir que hay fuertes dosis de razón en ambas posturas. 

Este razonamiento deductivo lo saco de algunos datos duros. Don 
Nguyen, un funcionario del Programa de Naciones Unidas, amigo 
de este Tribunal, dio en una ocasión un dato en un evento nuestro  
en Chihuahua, que ya alguna vez cité, pero que quiero volver a ci-
tar, que me parece escalofriante; él decía que si las personas pudieran  
escoger, pues escogerían de entrada estar sanos, que si se puede, si 
un niño recién nacido pudiera escoger, escogería tener medios eco-
nómicos, ser rico. 

Él puso otro ejemplo, dijo que los estereotipos de la cultura occi-
dental son tan fuertes que incluso alguna parte de la humanidad ha 
fijado en criterios de lo que es o no es belleza, lo decía como un dato 
sociológico y que en ese sentido la gente preferiría ser guapa. Y decía 
también, por último, que en ciertas comunidades en todo el mundo, 
y mencionó algunas mexicanas, ser mujer es una franca desventaja, 
por la cultura machista. 

La tragedia de este razonamiento, decía Don Nguyen, es que en el 
mundo hay más de mil millones de mujeres, pobres, enfermas y bajo 
esos estereotipos occidentales feas. 
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Es decir, el problema que enfrenta la humanidad es terrible. De-
ductivo es de lo general a lo particular, perdónenme la obviedad, voy 
a algo más en concreto.

Según la Unión Interparlamentaria, a octubre de 2011, en el total 
de asientos parlamentarios en el mundo, que son 44,021, las mujeres 
ocupan 19.4%. Esto es, 8 de cada 10 parlamentarios en el mundo son 
hombres contra dos mujeres. En países nórdicos, sigo con datos de la 
Unión Interparlamentaria, como Dinamarca, Finlandia, Islandia, No-
ruega y Suecia el porcentaje de parlamentarias en promedio es de 42%, 
es decir, creo que habría alguna relación, o yo saco esa conclusión, 
entre países más avanzados en términos democráticos con una mayor 
participación de la mujer. 

México, comparado con otros países, se encuentra en el lugar 32 
de 136 de esta muestra en la clasificación mundial de porcentaje de 
participación de las mujeres en los congresos. 

En una encuesta reciente de Parametría, levantada a inicios de este 
mes [noviembre], al cuestionar sobre liderazgo en política, el grueso  
de los encuestados, 69%, mexicanos, dijeron estar en desacuerdo o 
muy en desacuerdo con que en general los hombres son mejores lí-
deres políticos que las mujeres. Es decir, lo ven al revés. 

Ahora bien, algunos datos que pedí en mí Ponencia, y les agradez-
co, porque fue por vía electrónica, muy rápido, porque en realidad ten-
go poco que aportar al proyecto de la discusión con todo lo que se ha 
puesto sobre la mesa. En 2011, de 1,141 legisladores locales en Méxi-
co, 879 son hombres y 262 son mujeres, una relación de 77 a 23. De 
los diputados federales 358 son hombres y 141 mujeres, falta uno, una 
relación de 71.7% a 28.3%; en la Cámara de Senadores 99 senadores 
son hombres y 29 senadoras son mujeres, 77.3% a 22.7%. 

Debo decir que hay una vocación de esta Sala en la materia, en 
2009 resolvimos el JDC-461 de la hoy diputada federal Mary Telma 
Guajardo Villarreal por unanimidad. En la cual propuso esa senten-
cia para competir como una de las mejores sentencias del mundo por 
el Women World Right Link, tuve el honor de proyectar ese asunto 
y la verdad que fue, jurídicamente, de una interpretación sencilla en 
la cual coincidimos. 
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Estaba alterando un partido político el orden de los bloques pa-
ra candidatos a cargos a una diputación por principios de representa-
ción proporcional. 

Déjenme ser aún más específico, para seguir en este orden de lo 
general a lo particular. Pedí los datos de mi Ponencia, en mi Ponencia  
somos 51.42%, incluyéndome, hombres contra 48.57% mujeres. Ten-
go tres secretarias de estudio y cuenta, entiendo que todos tenemos 
secretarias de estudio y cuenta. Debo decir que tres se han ido, eran 
más. Karla Macías como juez de Distrito, Claudia Zavala como con-
sejera del Instituto Electoral del Distrito Federal y Mónica Cacho co-
mo magistrada suplente del magistrado Leonel Castillo.

Los magistrados Carrasco y González Oropeza tienen coordinado-
ras de  secretarias de estudio y cuenta y tengo entendido que el ma-
gistrado Galván y el magistrado Penagos tuvieron en su oportunidad 
también a una dama. 

Déjenme decir que el asunto me parece razonable, es decir, no só-
lo se decanta por una de las dos opciones y de la atención que pudie-
ra existir entre el principio democrático por sí mismo, es decir, elegir 
al que pueda considerarse como mejor candidato o candidata que es 
absolutamente lógico y congruente con el sistema representativo y de-
mocrático, con el de procurar la igualdad de género.

El razonamiento que hago es que la democracia se basa en princi-
pios democráticos, y que pudiera ser al mismo tiempo menos demo-
crático no respetar alguno de estos principios como puede ser el de 
igualdad de género, como es el derecho en sí mismo, no podría haber 
una democracia que no estuviera sustentada jurídicamente. 

En este sentido, halago el proyecto del magistrado presidente, por-
que me parece que armoniza el principio democrático con el de géne-
ro. Es decir, no de un cheque en blanco a las cúpulas de los partidos 
para decir mete a quien tú quieras, pensando en algunas corrientes, 
sectores, tribus, los grupos existen en los partidos políticos, para ele-
gir más de un lado que del otro con base o aprovechando la cuestión 
de género. 

En este sentido, me parece congruente también con las acciones 
que realiza el Tribunal desde hace tiempo y con nuestra coordinación 
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de género y nuestra coordinadora en particular que es una mujer muy 
reconocida en el tema.

José Alejandro Luna Ramos

En consecuencia, en los juicios para la protección de los derechos  
político-electorales del ciudadano 12624, 12631, 12634, 12635 cuya 
acumulación se propone, todos de este año [2011], se resuelve:

Primero. Se decreta la acumulación de los juicios de 
referencia.
Segundo. Se modifica el acuerdo del Consejo General del 
Instituto Federal Electoral para quedar en los términos precisados 
en esta ejecutoria.
Tercero. Se ordena al aludido consejo que a la brevedad posible 
refleje en el acuerdo de mérito las modificaciones referidas y 
las publique de inmediato, informando sobre el cumplimiento 
dado a esta ejecutoria.
Cuarto. Se confirma en lo restante que no fue materia de 
impugnación el contenido del ordinal décimo tercero del referido 
acuerdo.

Voto con reserva 

Flavio Galván Rivera

Si bien coincido con el sentido de la sentencia emitida en los jui-
cios al rubro indicados, en la que se ordena modificar el acuerdo 
CG327/2011 emitido por el Consejo General del Instituto Fede-
ral Electoral, en cuanto a suprimir el párrafo cuarto del punto de-
cimotercero del acuerdo controvertido, que preveía lo que se debe 
entender por “procedimiento democrático”, para el efecto de deter-
minar el supuesto de excepción al cumplimiento de la denominada 
“cuota de género”, en el registro de candidaturas; también es verdad 
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que no coincido con la modificación de los párrafos tercero y quinto 
del aludido punto decimotercero del acuerdo impugnado, en cuan-
to se resuelve que los partidos políticos y las coaliciones, en el caso 
de las candidaturas que conforman la cuota de género, prevista en el  
artículo 219, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales (mínimo de 40% de un género y máximo 60% 
del otro género, del total de candidatos propietarios a diputados y se-
nadores), se debe aplicar tal cuota a la fórmula completa, es decir, a 
propietarios y suplentes.

Al respecto debo decir que no coincido con lo sustentado por la 
mayoría, dado que se está imponiendo un deber jurídico no previsto 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ni en la 
legislación electoral federal, en cuanto que la fórmula completa para 
el registro de una candidatura corresponda a miembros (propietario y 
suplente) del mismo género. Al caso cabe citar el texto de las disposi-
ciones legales que a continuación se transcriben.

Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales 
Artículo 219
1. De la totalidad de solicitudes de registro, tanto de las candidaturas 
a diputados como de senadores que presenten los partidos políticos o 
las coaliciones ante el Instituto Federal Electoral, deberán integrarse 
con al menos el cuarenta por ciento de candidatos propietarios de 
un mismo género, procurando llegar a la paridad.
2. Quedan exceptuadas de esta disposición las candidaturas de 
mayoría relativa que sean resultado de un proceso de elección 
democrático, conforme a los estatutos de cada partido.
Artículo 220
1. Las listas de representación proporcional se integrarán por 
segmentos de cinco candidaturas. En cada uno de los segmentos 
de cada lista habrá dos candidaturas de género distinto, de manera 
alternada.
Artículo 221
1. Hecho el cierre del registro de candidaturas, si un partido político 
o coalición no cumple con lo establecido en los artículos 219 y 220, 
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el Consejo General del Instituto Federal Electoral le requerirá en 
primera instancia para que en el plazo de 48 horas, contadas a partir 
de la notificación, rectifique la solicitud de registro de candidaturas y 
le apercibirá de que, en caso de no hacerlo le hará una amonestación 
pública.
2. Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, el partido 
político o coalición que no realice la sustitución de candidatos, será 
acreedor a una amonestación pública y el Consejo General del 
Instituto Federal Electoral le requerirá, de nueva cuenta, para que 
en un plazo de 24 horas, contadas a partir de la notificación, haga 
la corrección. En caso de reincidencia se sancionará con la negativa 
del registro de las candidaturas correspondientes.

En mi opinión, conforme con el párrafo 1 del artículo 219 del vi-
gente Código electoral federal, los partidos políticos y las coalicio-
nes deben observar, como requisito para su registro, que 40% de los  
candidatos propietarios a diputados y senadores sean del mismo gé-
nero, lo cual sólo comprende a los propietarios de la fórmula, pero 
de ninguna manera el imperativo legal se extiende a los candidatos a 
diputados y senadores suplentes; imponer este requisito, para mí, no 
tiene sustento constitucional ni legal y tampoco se sustenta en algún 
principio general del Derecho.

La misma argumentación es aplicable en la conformación de las 
fórmulas de candidatos a diputados y senadores bajo el principio de 
representación proporcional a que se refiere el párrafo 1 del artículo 
220 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electora-
les, pues del contenido de la disposición legal no se advierte el deber 
de los partidos políticos para que los dos miembros de la fórmula de 
candidatos correspondan al mismo género.

En diverso orden de ideas, considero pertinente exponer que no 
coincido con la mayoría de los magistrados integrantes de la Sala  
Superior con la determinación consistente en que en el caso de que 
el partido político elija a sus candidatos de mayoría relativa, median-
te un procedimiento de elección democrático, deberá presentar co-
mo mínimo 120 y 26 candidatos propietarios de un mismo género, a 
diputados y senadores, respectivamente.
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Lo anterior porque, en mi opinión, se contraviene el principio 
democrático que debe imperar en los procedimientos electorales  
federales, previsto en los artículos 39, 40 y 41, párrafo segundo, base 
I, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los cuales son al tenor siguiente:

Artículo 39.- La soberanía nacional reside esencial y originariamente 
en el pueblo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye 
para beneficio de éste. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable 
derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno.
Artículo 40.- Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en 
una República representativa, democrática, federal, compuesta de 
Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen 
interior; pero unidos en una Federación establecida según los 
principios de esta ley fundamental.
Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes 
de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los 
Estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos 
respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal 
y las particulares de los Estados, las que en ningún caso podrán 
contravenir las estipulaciones del Pacto Federal.
La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará 
mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las 
siguientes bases:
I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley 
determinará las normas y requisitos para su registro legal y las 
formas específicas de su intervención en el proceso electoral. 
Los partidos políticos nacionales tendrán derecho a participar en  
las elecciones estatales, municipales y del Distrito Federal.
Los partidos políticos tienen como fin promover la participación 
del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la 
representación nacional y como organizaciones de ciudadanos, hacer 
posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo 
con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el 
sufragio universal, libre, secreto y directo. Sólo los ciudadanos podrán 
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formar partidos políticos y afiliarse libre e individualmente a ellos; 
por tanto, quedan prohibidas la intervención de organizaciones 
gremiales o con objeto social diferente en la creación de partidos y 
cualquier forma de afiliación corporativa.
Las autoridades electorales solamente podrán intervenir en los 
asuntos internos de los partidos políticos en los términos que señalen 
esta Constitución y la ley.
[…]

Por tanto, es conforme a Derecho argumentar que el principio 
democrático es un valor constitucional de observancia general, cuya 
finalidad es que la vida política de los ciudadanos se rija por ese prin-
cipio, tan es así que los partidos políticos tiene como fin promover la 
participación del pueblo en la vida democrática, por lo que afirmo 
que la democracia es un valor constitucional insustituible, en el cual 
se basa la organización de los propios partidos políticos. Es mi opi-
nión que ese principio democrático, conforme al sistema normativo 
vigente, no admite excepciones, es más, el artículo 219, párrafo 2, del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, pre-
vé claramente que la regla de cuota de género, al solicitar el registro  
de candidaturas, no se aplica a las candidaturas de mayoría relativa que 
sean resultado de un procedimiento de elección democrático, con-
forme a los estatutos de cada partido político. Para mayor claridad, se 
transcribe el mencionado artículo:

Artículo 219
1. De la totalidad de solicitudes de registro, tanto de las candidaturas 
a diputados como de senadores que presenten los partidos políticos o 
las coaliciones ante el Instituto Federal Electoral, deberán integrarse 
con al menos el cuarenta por ciento de candidatos propietarios de 
un mismo género, procurando llegar a la paridad.
2. Quedan exceptuadas de esta disposición las candidaturas de 
mayoría relativa que sean resultado de un proceso de elección 
democrático, conforme a los estatutos de cada partido.
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En efecto, como se advierte de la disposición trasunta, el legisla-
dor ordinario, acorde con el mandato constitucional de privilegiar el 
principio democrático en la elección de candidatos a diputados y se-
nadores sobre el principio de equidad de género, en el párrafo segun-
do del citado precepto exceptúa de la llamada cuota de género las  
candidaturas que sean resultado de una elección democrática, con-
forme a los estatutos de los partidos políticos.

Al respecto, cabe mencionar que lo previsto en el párrafo 2 del ar-
tículo 219 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales es acorde con la jurisprudencia de esta Sala Superior, en el 
sentido de que al interior de los partidos políticos se deben privilegiar 
los procedimientos democráticos en la elección de candidatos. 

El mencionado criterio se contiene en la tesis de jurisprudencia 
3/2005, publicada en las páginas 295 a 297 del tomo Jurispruden-
cia de la Compilación de jurisprudencia y tesis en materia electoral  
1997-2010, cuyo rubro y texto es al tenor siguiente:

ESTATUTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. ELEMENTOS 
MÍNIMOS PARA CONSIDERARLOS DEMOCRÁTICOS. 
El artículo 27, apartado 1, incisos c) y g), del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, impone a los 
partidos políticos la obligación de establecer en sus estatutos, 
procedimientos democráticos para la integración y renovación 
de los órganos directivos; sin embargo, no define este concepto, ni 
proporciona elementos suficientes para integrarlo jurídicamente, por 
lo que es necesario acudir a otras fuentes para precisar los elementos 
mínimos que deben concurrir en la democracia; los que no se 
pueden obtener de su uso lingüístico, que comúnmente se refiere 
a la democracia como un sistema o forma de gobierno o doctrina 
política favorable a la intervención del pueblo en el gobierno, 
por lo que es necesario acudir a la doctrina de mayor aceptación, 
conforme a la cual, es posible desprender, como elementos comunes 
característicos de la democracia a los siguientes: 1. La deliberación 
y participación de los ciudadanos, en el mayor grado posible, en  
los procesos de toma de decisiones, para que respondan lo más 
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fielmente posible a la voluntad popular; 2. Igualdad, para que cada 
ciudadano participe con igual peso respecto de otro; 3. Garantía  
de ciertos derechos fundamentales, principalmente, de libertades de 
expresión, información y asociación, y 4. Control de órganos electos, 
que implica la posibilidad real y efectiva de que los ciudadanos puedan 
elegir a los titulares del gobierno, y de removerlos en los casos que la 
gravedad de sus acciones lo amerite. Estos elementos coinciden con 
los rasgos y características establecidos en la Constitución Política  
de los Estados Unidos Mexicanos, que recoge la decisión de 
la voluntad soberana del pueblo de adoptar para el Estado 
mexicano, la forma de gobierno democrática, pues contempla la 
participación de los ciudadanos en las decisiones fundamentales,  
la igualdad de éstos en el ejercicio de sus derechos, los instrumentos 
para garantizar el respeto de los derechos fundamentales y, 
finalmente, la posibilidad de controlar a los órganos electos con 
motivo de sus funciones. Ahora bien, los elementos esenciales de 
referencia no deben llevarse, sin más, al interior de los partidos 
políticos, sino que es necesario adaptarlos a su naturaleza, a fin de 
que no les impidan cumplir sus finalidades constitucionales. De 
lo anterior, se tiene que los elementos mínimos de democracia 
que deben estar presentes en los partidos políticos son, conforme 
al artículo 27, apartado 1, incisos b), c) y g) del código electoral 
federal, los siguientes: 1. La asamblea u órgano equivalente, como 
principal centro decisor del partido, que deberá conformarse con 
todos los afiliados, o cuando no sea posible, de un gran número de 
delegados o representantes, debiéndose establecer las formalidades 
para convocarla, tanto ordinariamente por los órganos de dirección, 
como extraordinariamente por un número razonable de miembros, 
la periodicidad con la que se reunirá ordinariamente, así como el 
quórum necesario para que sesione válidamente; 2. La protección 
de los derechos fundamentales de los afiliados, que garanticen el 
mayor grado de participación posible, como son el voto activo y 
pasivo en condiciones de igualdad, el derecho a la información, 
libertad de expresión, libre acceso y salida de los afiliados del 
partido; 3. El establecimiento de procedimientos disciplinarios, 
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con las garantías procesales mínimas, como un procedimiento 
previamente establecido, derecho de audiencia y defensa, la 
tipificación de las irregularidades así como la proporcionalidad en 
las sanciones, motivación en la determinación o resolución respectiva 
y competencia a órganos sancionadores, a quienes se asegure 
independencia e imparcialidad; 4. La existencia de procedimientos 
de elección donde se garanticen la igualdad en el derecho a elegir 
dirigentes y candidatos, así como la posibilidad de ser elegidos 
como tales, que pueden realizarse mediante el voto directo de  
los afiliados, o indirecto, pudiendo ser secreto o abierto, siempre 
que el procedimiento garantice el valor de la libertad en la emisión 
del sufragio; 5. Adopción de la regla de mayoría como criterio 
básico para la toma de decisiones dentro del partido, a fin de que, 
con la participación de un número importante o considerable de 
miembros, puedan tomarse decisiones con efectos vinculantes, sin 
que se exija la aprobación por mayorías muy elevadas, excepto las 
de especial trascendencia, y 6. Mecanismos de control de poder, 
como por ejemplo: la posibilidad de revocar a los dirigentes del 
partido, el endurecimiento de causas de incompatibilidad entre los 
distintos cargos dentro del partido o públicos y establecimiento de  
periodos cortos de mandato.

En consecuencia, es mi convicción que establecer como deber de  
los partidos políticos el registro de candidaturas con un mínimo  
de algún género, en detrimento de los procedimientos democráticos  
de selección de candidatos, contraviene el principio de democracia 
y el sistema democrático previstos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y en el artículo 219, párrafo 2, del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

En consecuencia, voto en contra de los puntos resolutivos y sus res-
pectivas consideraciones, por las que se modifican los párrafos tercero 
y quinto del punto décimo tercero del acuerdo controvertido. 

Por cuanto ha quedado expuesto y fundado, emito el presente vo-
to con reserva respecto de las consideraciones relativas a la modifi-
cación de los párrafos tercero y quinto del punto decimotercero del 
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acuerdo CG327/2011, emitido por el Consejo General del Instituto 
Federal Electoral. 

Voto concurrente 

Manuel González Oropeza

Disiento con lo argumentado en la sentencia aprobada en el presen-
te asunto, en lo referente a la interpretación dada al artículo 219 del  
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales en cuan-
to a la equidad de género en las candidaturas de senadores y diputados, 
por lo que emito un voto concurrente en los términos siguientes.    

En efecto, considero que la interpretación que debe hacerse del 
referido principio legal es la que hace el Consejo General del Institu-
to Federal Electoral, consistente en que la proporción de 40% de un  
mismo género debe aplicarse a la totalidad de las candidaturas de  
diputados y senadores por ambos principios, es decir, tanto los de ma-
yoría relativa como los de representación proporcional. 

Sólo en caso de que los candidatos de mayoría postulados por un 
partido político y que hayan sido electos por un proceso democrático  
partidista no cumplan con el porcentaje referido, entonces deberá pro-
cederse a ajustar la lista de candidatos de representación proporcio-
nal de manera que del total de candidatos por ambos principios por 
lo menos 40% sea de un mismo género.

Por ello disiento del criterio sostenido en el proyecto consistente 
en que dicho porcentaje se aplica para ambos principios, en virtud 
de que considero que la equidad de género en este ámbito debe ser 
vista como un todo.

Por lo anterior, si bien comparto el sentido del proyecto, emito un 
voto concurrente en lo relativo a la interpretación del artículo 219 
del Código mencionado.
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